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PODER JUDICIAL
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION

SENTENCIA dictada en la Controversia Constitucional 23/2007, promovida por el Municipio de la Villa de Zaachila, Estado de Oaxaca, en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo de la entidad, y el voto particular que formula el Ministro José Ramón Cossío Díaz.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos.

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 23/2007

MUNICIPIO DE LA VILLA DE ZAACHILA, ESTADO DE OAXACA.

MINISTRA PONENTE: OLGA SANCHEZ CORDERO DE GARCIA VILLEGAS

ENCARGADA DEL ENGROSE: MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS

SECRETARIOS: FERNANDO SILVA GARCIA.


ALFREDO VILLEDA AYALA.

México, Distrito Federal. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al seis de diciembre de dos mil siete.

VISTOS; y

RESULTANDO:
PRIMERO. Por oficio presentado el veintidós de febrero de dos mil siete en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Catarino Manuel Chacón Pérez, quien se ostentó como Regidor de Hacienda encargado del despacho de la Presidencia del Municipio de la Villa de Zaachila, Estado de Oaxaca, en representación de éste, promovió controversia constitucional en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Oaxaca, en la que, esencialmente, solicitó la declaración de invalidez de los artículos 86, 87, 88 y 89 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Oaxaca el diez de enero de dos mil tres; y del dictamen que dé inicio al procedimiento de desaparición del Ayuntamiento del Municipio de la Villa de Zaachila, Estado de Oaxaca.
SEGUNDO. En la demanda se señalaron como antecedentes los siguientes:
“VI. MANIFESTACIONES DE LOS HECHOS O ABSTENCIONES QUE LE CONSTAN AL SUSCRITO Y QUE CONSTITUYEN LOS ANTECEDENTES DE LA NORMA GENERAL O ACTO CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA:

1. Mediante el sistema de elección por partidos políticos los CC. JOSE CORONEL MARTINEZ, TOMAS ELOY CHACON PEREZ, CATARINO MANUEL CHACON PEREZ, TOMAS BERTIN LOPEZ VILLAREAL, EZEQUIEL APOLINAR CHAVEZ MACES, JOSEFINA MARTINEZ AQUINO Y NORBERTO MENDOZA BENITEZ, fuimos electos para fungir como Concejales del Honorable Ayuntamiento del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, para el período 2005-2007, y desde el inicio de la administración municipal del Ayuntamiento que represento, se ha cumplido plena y cabalmente con cada una de las funciones de los concejales.

2. El día 17 de junio del 2006 fue tomado el palacio municipal por la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (APPO), argumentando que el cabildo en pleno había otorgado el permiso para la construcción de fraccionamientos y perforación de pozos profundos a empresas privadas; argumento que utilizaron como pretexto para tomar las instalaciones del Palacio Municipal de la Villa de Zaachila.

3. En atención a lo anterior, mediante la Sesión de Cabildo del día 19 de junio del 2006, se declaró recinto oficial del H. Ayuntamiento del Municipio de la Villa 
de Zaachila, las oficinas ubicadas en la Calle Alarii sin número, entre Pinopaa y Teotzapotlan, Barrio de San José, donde todos los meses de conflicto hasta la fecha actual se atendió a la ciudadanía, brindando a toda la población los servicios de seguridad en todo el polígono, agua potable, drenaje, alcantarillado, alumbrado público, servicios médicas (sic), descacharrización, combatiendo el foco de infección, tiraderos clandestinos de basura, como la ejecución de obras de gran beneficio social como lo son: ramales de energía eléctrica, drenaje, sistemas de agua potable, pavimentaciones, construcciones de explanas (sic) y jardines, construcciones de aulas en los planteles educativos para mayor comodidad de la niñez Zaachilence, apoyo al campo en los sistemas de riego. Por parte del DIF municipal de la Villa de Zaachila, no se ha descuidado la atención a la (sic) personas de la tercera edad y capacidades diferentes, programas sociales, atendiendo los conflictos de violencia intrafamiliar y brindando atención jurídica y psicología a los niños de los matrimonios que atraviesan por problemas. En cultura hemos proyectado nuestra Guelaguetza al mundo entero participando en el evento internacional de la ‘Quimera 2006’ 
del Municipio de Metepec, Estado de México, haciendo hermanamiento con el municipio de San José del Rincón, Estado de México, para estrechar lazos de amistad y que los pueblos hermanos conozcan nuestras tradiciones y costumbres (sic) así poder unificar a todos los mexicanos con nuestras tradiciones y nuestra historia.

4. Una vez superado el conflicto en la capital del Estado, y al parecer que ya existía calma en el municipio de la Villa de Zaachila, con fecha cuatro de diciembre del año 2006 es designado el Ingeniero Teofilo Manuel García Corpus como Secretario General de Gobierno del Estado de Oaxaca, quién desde el inicio de su gestión ha apoyado abiertamente a su cuñado el C. Miguel Angel Vásquez Hernández, el autonombrado Presidente Municipal Popular de la Villa de Zaachila, con lo cual 
se vinieron a incrementar los problemas para nuestro municipio, sin tomarse en cuenta que el (sic) Miguel Angel Vásquez Hernández participó activamente en todos los conflictos suscitados en nuestra capital de Estado, como fue la quema de autobuses, coches, camionetas, edificios particulares y oficiales, en el secuestro 
de unidades. Hoy en día, con el poder que ostenta, el actual Secretario General de Gobierno apoya a toda costa y beneficia a su familiar, perjudicando al cabildo constitucional, aunado a ello sabemos que ha solicitado al Congreso del Estado la suspensión de nuestro mandato para dar paso a un administrador.

5. Por lo anterior, y como es de todos sabido, pues ha sido noticia nacional, los Presidentes Municipales de los Valles Centrales de nuestro Estado nos vimos en la necesidad de unificarnos para defendernos de todos los abusos de la autoridad del señor Secretario General de Gobierno, pues tenemos temores fundados que nuestros mandatos sean revocados y. (sic) en consecuencia suspendidos. El día martes 2 de enero del 2007 los presidentes de los Valles Centrales declaramos que nos íbamos a defender de todas las situaciones tanto políticas como jurídicas.

6. Sabemos que el día viernes 5 de enero del 2007 el citado Secretario General solicitó al Congreso del Estado que en su próxima sesión del día jueves 11 de enero del 2007, iniciara el procedimiento de revocación de nuestros mandatos, nos suspendiera y, en consecuencia, nombre a los administradores correspondientes de los municipios que nos hemos inconformado, violando con ello todas nuestras garantías constitucionales de defensa y seguridad jurídicas que tutela nuestra Carta Magna, sin considerar, además, que los ayuntamientos cuentan con el Honorable Cuerpo Colegiado que democráticamente el pueblo les confirió el mandato a través de elección por partidos políticos, por tal motivo hemos considerado que no hemos cometido ningún delito en contra de la ciudadanía que votó y eligió a sus autoridades. Hasta el día de hoy no he recibido notificación alguna por parte del Poder Legislativo para que se proceda conforme a derecho en el procedimiento de la desaparición de poderes, ya que las personas que se posesionaron del palacio alentadas por los dirigentes de la APPO y partidos de oposición presentaron al Poder Legislativo la solicitud de desaparición de poderes, la cual vienen manejando y solicitando se dictamine en la próxima sesión del Congreso del Estado.

7. En virtud de todo lo anteriormente manifestado, tenemos conocimiento de que el Gobernador del Estado, por conducto del actual Secretario General de Gobierno, sin prueba alguna ha decidido solicitar ante el Congreso del Estado, la desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, no obstante de (sic) que no existe mérito para semejante medida, y enterándonos por la prensa que el señor Teofilo Manuel García Corpus, Secretario General de Gobierno, luego de emitir el decreto 397, por conducto del Ingeniero Joaquín Rodríguez Palacios, Subsecretario de Gobierno, con fecha 18 de febrero del año 2007, en forma totalmente Inconstitucional y violando la Autonomía Municipal ha dado posesión como administrador municipal al señor Rufino Rodríguez Cabrera, sin que para tales efectos se agote procedimiento alguno y más aún Constitucionalmente no es posible que haya dos administradores, lo que ha hecho que diversos medios de comunicación hayan publicitado que se decretaba por la LEGISLATURA la desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, y justificar 
la presencia de un administrador municipal, insisto no se ha agotado procedimiento alguno para revocar mandatos o renuncia del cabildo para la supuesta desaparición de poderes sin ser legalmente notificado y emplazado para que aporte pruebas y alegue en mi defensa.

8. Sabemos por medio de la prensa que la Comisión Permanente de Gobernación 
del Congreso del Estado prepara un decreto de desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca “de plano” que es el que propondrá inminentemente al Pleno del Congreso del Estado, lo cual es totalmente inconstitucional, pues no se ha cumplido con la garantía de audiencia que tutelan los artículos 14, 16 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que sin procedimiento alguno es inminente que el Congreso del Estado en su próxima sesión de febrero del 2007, decrete la desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, sin ser escuchado en defensa y sin haber exhibido las pruebas correspondientes como lo ordena el artículo 115 de la Constitución Federal, por tal razón promuevo controversia constitucional a falta 
de Síndico Municipal. Por contar actualmente con licencia.

Este acto de violencia que quebranta nuevamente el Estado de Derecho, proviene de un Congreso que no se apega en sus actos a derecho, a la letra de la ley, a las constancias legales. Lo más grave y peligroso de esto es que en (sic) su conducta se ha violentado y vulnerado el Estado de Derecho ya que históricamente, el Congreso del Estado ha transgredido la ley desapareciendo ‘de plano’ a los ayuntamientos de diversos municipios en nuestro Estado.

Hasta el momento no tengo en mi poder comunicación oficial o notificación legal alguna que haga evidente el estado que guardan jurídicamente las cosas. Además de que, del comportamiento de las responsables resulta inminente la inconstitucional e ilegal desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, lo que ha dado como consecuencia un estado de hecho y no de derecho como debería ser lo correcto, lo cierto es que la desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, “de plano”, vulnera el orden constitucional: La verdad es que destituyendo a la autoridad municipal, las responsables sólo han generado un estado de incertidumbre, de zozobra, de inseguridad; razones todas ellas por las que comparezco a promover la presente Controversia Constitucional para que el Congreso del Estado, Gobernador del Estado, Secretario de Gobierno, Sub-secretarios de Gobierno antes de proceder a la desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, sin ser notificado para aportar las pruebas y alegatos, como acto previo antes de emitir la inconstitucional resolución apoyada en el artículo 89 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca, por lo (sic) antes de que sea consumado el acto inminente es que a nombre y representación del Ayuntamiento comparezco a este Juzgado Federal a interponer el presente juicio para que se suspendan los actos violatorios por parte de las responsables.

Finalmente, debo decir que el Estado debe tener como prerrogativa principal preservar a los Ayuntamientos como Institución Municipal salvaguardándolos tanto en su integración como en la continuidad del ejercicio de sus funciones de gobierno, debido a que tienen lugar con motivo de un proceso de elección popular directa, por el que la comunidad municipal otorga un mandato político a determinado plazo, el cual, por disposición fundamental debe ser respetada (sic), excepto en casos extraordinarios previstos en la Legislación Local; Por (sic) tanto, la mutilación de ese plazo en cualquiera de los supuestos señalados, contraría la voluntad popular causando una afectación al ente municipal.”

TERCERO. Los preceptos constitucionales que se estiman violados son el 14, 16 y 115.
CUARTO. La parte actora adujo, en síntesis, los siguientes conceptos de invalidez:
a)
La teleología de la reforma del artículo 115 de la Constitución Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el tres de diciembre de mil novecientos ochenta y tres, fue preservar a los Ayuntamientos como institución municipal, salvaguardándolos en su integración y en la continuidad del ejercicio de sus funciones de gobierno, debido a que tienen lugar con motivo de un proceso de elección popular directa, por el que la comunidad municipal otorga un mandato político a determinado plazo, el cual, por disposición fundamental debe ser respetado, excepto en casos extraordinarios previstos en la legislación local, por lo cual, la ‘mutilación’ de ese plazo fuera de cualquiera de los supuestos señalados, contraría la voluntad popular, causando una afectación al ente municipal.
b)
El respeto al ayuntamiento en cuanto a la continuidad en el ejercicio de sus funciones y a su integración, tiene como fin preservar a las instituciones municipales de injerencias o intervenciones ajenas, en aras de un principio de seguridad jurídica que permita hacer efectiva su autonomía política.
c)
En la aprobación de los artículos 86, 87 y 89 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, el Congreso del Estado transgredió las garantías de audiencia y legalidad, y que éstas sólo pueden ser reparadas con su declaratoria de invalidez.
d)
El Congreso del Estado de Oaxaca tiene la facultad para suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y, suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros por alguna de las causas graves establecidas en la ley, siempre y cuando sus integrantes hayan tenido oportunidad de defenderse.
e)
El inminente dictamen que da inicio al procedimiento de desaparición del Ayuntamiento de la Villa de Zaachila, se trata de un acto encaminado a la aplicación de los artículos 86, 87 y 88 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca.
f)
Se solicita la declaración de invalidez del referido dictamen por la falta de notificación y emplazamiento, toda vez que su aplicación deja al promovente en completo estado de indefensión.
g)
Deben tomarse en cuenta los votos particulares formulados por el Ministro Gudiño Pelayo y la Ministra Luna Ramos al resolver la controversia constitucional 49/2003, en los cuales se planteó que el artículo 87 de la ley en cita es inconstitucional, porque no otorga a los integrantes del Ayuntamiento la oportunidad de rendir pruebas y formular alegatos en relación con los motivos o causas que pudieran dar origen a la desintegración de su Ayuntamiento, previamente a la suspensión del Municipio, en contravención al artículo 115, fracción I, párrafo tercero, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
h)
El inminente decreto aprobado no satisface las garantías de audiencia y legalidad tuteladas en los artículos 14, 16 y 115, fracción I, tercer párrafo de la Constitución Federal; sobre todo considerando que tal determinación se dictó sin notificarles el inicio de procedimiento y sin otorgar la posibilidad de conocer las bases que sirvieron para su instauración, para estar en aptitud de comparecer a él en legítima defensa de sus intereses, dejándolos en un total estado de indefensión.
QUINTO. Por acuerdo de veintitrés de febrero de dos mil siete, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la presente controversia constitucional, a la que le correspondió el número 23/2007; y designó a la Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas para instruir el procedimiento y formular el proyecto de resolución respectivo.
Mediante proveído de veintisiete de febrero de dos mil siete, la Ministra instructora admitió la demanda de controversia constitucional y reconoció el carácter de autoridades demandadas a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Oaxaca, a quienes ordenó emplazar para que formularan su contestación; y ordenó dar vista al Procurador General de la República para que manifestara lo que a su representación correspondiera.
SEXTO. Por oficio presentado el veintidós de febrero de dos mil siete en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Catarino Manuel Chacón Pérez, quien se ostentó como Regidor de Hacienda encargado del despacho de la Presidencia del Municipio de la Villa de Zaachila, Estado de Oaxaca, en representación de éste, presentó ampliación de la demanda de controversia constitucional, en la que solicitó la declaración de invalidez de los artículos 86, 87 y 88, 93, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Oaxaca el diez de enero de dos mil tres, así como el que señaló como su acto de aplicación, consistente en el Decreto 397 expedido por el Poder Legislativo Local.
Los hechos que señaló como motivo para promover la ampliación son los siguientes:
“VI. MANIFESTACIONES DE LOS HECHOS O ABSTENCIONES QUE LE CONSTAN AL SUSCRITO Y QUE CONSTITUYEN EN AMPLIACION LOS ANTECEDENTES DE LA NORMA GENERAL O ACTO CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA:

1. Lo es el Decreto Número 397 de la Quincuagésima Novena Legislatura Constitucional del Estado, en donde la mencionada Legislatura Decreta la desaparición de poderes del H. Ayuntamiento Constitucional de la Villa de Zaachila, Oaxaca, que sin procedimiento alguno y más aún violando la garantía de audiencia consagrada en nuestra carta magna así como en el supuesto, sin conceder que fuera válida la desaparición de poderes, la obligación de nombrar un consejo de administración municipal y sólo en el caso que no fuere posible se nombraría un administrador municipal. En el caso que nos ocupa, quiero precisar que la infundada desaparición de poderes del H. Ayuntamiento de la Villa de Zaachila, Oaxaca, se dio, ahora lo sabemos, ya que el periódico oficial del día viernes 16 de febrero de 2007 salió para su venta hasta el martes 27 de febrero de 2007, como “EXTRA”, sin embargo el Gobernador del Estado por conducto del Secretario General de Gobierno dio posesión al administrador municipal con fecha domingo 18 de febrero de 2007, circunstancia que sólo deja ver el dolo y mala fe con la que actúa la Legislatura Estatal en contubernio con el Ejecutivo del Estado, ambos al margen de la ley (sic) de la Constitución Político (sic) de los Estados Unidos Mexicanos.

2. También a mayor abundamiento, se demuestra la violación sistemática a la autonomía municipal por parte de la Legislatura Local y del Ejecutivo al violar en forma flagrante la suspensión provisional de la Controversia Constitucional 3/2007, que tiene conexidad con la presente.

3. La apertura de las instalaciones del Palacio Municipal ubicadas en la calle de Pezelao s/no. que desde el pasado 07 de julio del 2006 fueron secuestradas por miembros del autonombrado Ayuntamiento Popular y en donde, tenemos conocimiento, causaron destrozos, maltrato y robos en las mismas; su reapertura ilegal por parte del actual administrador municipal refleja sin duda la violación ilegal por parte del actual administrador municipal refleja sin duda la violación (sic) constitucional al municipio porque dicha persona tiene conocimiento pleno del domicilio actual del municipio así como de la forma en que hemos estado trabajando como cabildo, tal apertura se llevó a cabo sin levantar el acta respectiva del estado que guardan las instalaciones ante la autoridad competente, esta actitud deja entrever las intensiones (sic) del Administrador Municipal en ocultar o desaparecer los delitos cometidos por estos personajes además de mostrarse en franco apoyo a este grupo radical.

4. Haber convocado a la comunidad de Zaachila el pasado 25 de Febrero del 2007 a la integración del Consejo de Desarrollo Municipal y a la Priorización de Obras del ejercicio 2007, sin importar que dicho consejo ciudadano y su respectiva priorización de obras ya existía. Lo que es peor, el administrador en dicho acto se hizo acompañar de personal del COPLADE del estado quien ya sabía de la integración de este consejo y no manifestó que una segunda priorización vendría a contraponer lo legalmente hecho con anterioridad.

5. Que el Administrador Municipal haya establecido demandas en contra de los integrantes del cabildo municipal por robo de vehículos, refiriendo como sujeto de robo a los vehículos propiedad del H. Ayuntamiento de la Villa de Zaachila; el hacer uso de las unidades de vehículo propiedad del H. Ayuntamiento que fueron secuestradas por los integrantes del autonombrado Ayuntamiento Popular; el integrar un cuerpo de policía con personal de nuevo ingreso teniendo conocimiento de que el H. Ayuntamiento ya contaba con el respectivo cuerpo de policía; y la solicitud del desconocimiento de todo el personal administrativo del H. Ayuntamiento ante la junta local de conciliación y arbitraje.

6. El desacato de la disposición de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitida el pasado 27 de febrero del 2007 por parte del Ejecutivo Estatal, en el sentido de que el Administrador Municipal no entre en funciones hasta en tanto ese Alto Tribunal resuelva lo procedente. Después del 01 de Marzo del 2007, fecha en que suponemos ya tendrían que estar notificadas las partes acerca de la Suspensión de la Controversia Constitucional 23/2007, el Administrador Municipal ha continuado sus actividades en Palacio Municipal cobrando las recaudaciones a la ciudadanía como impuesto predial, agua potable, drenaje sanitario, y expidiendo diversos documentos oficiales que corresponden exclusivamente al H. Ayuntamiento, etc.; así mismo presentó demandas en contra de los integrantes del cabildo municipal por usurpación de funciones, ha concertado reuniones con la ciudadanía ofreciendo la ejecución de obra y reuniones para realizar actividades proselitistas a favor del autonombrado presidente popular, C. Miguel Angel Vásquez Hernández.

7. El desacato de la disposición de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitida el pasado 27 de febrero del 2007 por parte de la Legislatura Local y la Secretaría de Finanzas del Estado, en el sentido de suspender la desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila y de que el Administrador Municipal no entre en funciones hasta en tanto ese Alto Tribunal resuelva lo procedente. El pasado 02 de feb, (sic) 01 y 06 marzo del 2007 la Secretaría de Finanzas hizo entrega al Administrador de Municipal (sic) de las participaciones y aportaciones federales de los ramos 28 y 33 correspondientes a los meses de enero y febrero del presente ejercicio y los impuestos por traslado de dominio correspondiente al periodo oct-dic del 2006 y que en total importan la cantidad de $5’066,727.77. Con lo que se demuestra plenamente que aún 15 días antes de desaparecer poderes y dar posesión al Administrador Municipal, éste ya había recibido los recursos del Ayuntamiento, concretamente los respectivos a la segunda quincena de enero del 2007 del ramo 28. Estas participaciones nos fueron negadas por la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, antes de cualquier procedimiento, toda vez que al presentarse la tesorera municipal el día lunes 29 de enero de 2007, a la Recaudación de Rentas de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado en la Villa de Zaachila, Oaxaca, se le informó a la servidora pública mencionada que no se le iban a entregar las participaciones, ya que tenían un oficio de la Legislatura del Estado para que no se nos entregaran las participaciones federales, ya que se iban a desaparecer poderes en el Municipio, por lo que con fecha 2 de febrero de 2007, solicitamos por escrito al Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado, se nos informara el porqué de la falta de entrega de las participaciones federales, sin que a la fecha tengamos contestación.

8. Lo son los esquemas de revisión que asume la contaduría mayor de hacienda dependiente de la legislatura local al verificar la documentación comprobatoria de la cuenta pública que presenta nuestro ayuntamiento, en este caso la comprobación es regresada reiteradamente para su corrección de acuerdo a sus criterios, los cuales pueden cambiar si somos atendidos por otro funcionario, o lo que es peor cuando persiguen algún interés en particular. La no recepción de la cuenta pública automáticamente nos sitúa en los supuestos del art. 86 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca cayendo con ello en una causa grave para la desaparición del ayuntamiento, circunstancia que no es cierta en el caso que nos ocupa ya que hemos presentado la documentación en tiempo y forma y la Contaduría Mayor de Hacienda nos contesta hasta ocho meses después circunstancia que nos puede hacer caer en contra de nuestra voluntad en los supuestos para la desaparición de poderes. Con esto se evidencía la subjetividad en los criterios de recepción de la información pues no existe un manual que determine el procedimiento y requerimientos a seguir para la entrega de la cuenta pública.

9. En virtud de todo lo anteriormente manifestado, insisto no se ha agotado procedimiento alguno para revocar mandatos o renuncia del cabildo para la supuesta desaparición de poderes sin ser legalmente notificado y emplazado para que aporte pruebas y alegue en mi defensa.

10. La desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca “de plano” que determinó el Pleno del Congreso del Estado, es totalmente inconstitucional, pues no se ha cumplido con la garantía de audiencia que tutelan los artículos 14, 16 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que el Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, no ha sido escuchado en defensa y la Legislatura no nos permite exhibir las pruebas correspondientes como lo ordena el artículo 115 de la Constitución Federal, por tal razón promuevo la ampliación de controversia constitucional a falta de Síndico Municipal por contar actualmente 
con licencia.

Este acto de violencia que quebranta nuevamente el Estado de Derecho, proviene de un Congreso que no se apega en sus actos a derecho, a la letra de la ley, a las constancias legales. Lo más grave y peligroso de esto es que en su conducta se ha violentado y vulnerado el Estado de Derecho ya que históricamente, el Congreso del Estado ha trasgredido la ley desapareciendo “de plano” a los ayuntamientos de diversos municipios en nuestro Estado.

Además de que, del comportamiento de las responsables resulta inminente la inconstitucional e ilegal desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, lo que ha dado como consecuencia un estado de hecho y no de derecho como debería ser lo correcto, lo cierto es que la desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, “de plano”, vulnera el orden constitucional: La verdad es que destituyendo a la autoridad municipal, las responsables sólo han generado un estado de incertidumbre, de zozobra, de inseguridad; razones todas ellas por las que comparezco a promover la presente Ampliación de Controversia Constitucional para que el Congreso del Estado, Gobernador del Estado, Secretario de Gobierno, Sub-secretarios de Gobierno (sic) sea revocado el Decreto 397, emitido por la Legislatura del Estado el día 16 de febrero de 2007, en el sentido de la desaparición de poderes del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, sin ser notificado para aportar las pruebas y alegatos, como acto previo antes de emitir la inconstitucional resolución apoyada en el artículo 89 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca, por lo a nombre (sic) y representación del Ayuntamiento comparezco a este Alto Tribunal a interponer la presente Ampliación de Controversia Constitucional.

Finalmente, debo decir que el Estado debe tener como prerrogativa principal preservar a los Ayuntamientos como Institución Municipal salvaguardándolos tanto en su integración como en la continuidad del ejercicio de sus funciones de gobierno, debido a que tienen lugar con motivo de un proceso de elección popular directa, por el que la comunidad municipal otorga un mandato político a determinado plazo, el cual, por disposición fundamental debe ser respetada, (sic) excepto en casos extraordinarios previstos en la Legislación Local; por tanto la mutilación de ese plazo en cualquiera de los supuestos señalados, contraría la voluntad popular causando una afectación al ente municipal.”

SEPTIMO. En su escrito de ampliación, la parte actora literalmente reprodujo los conceptos de invalidez hechos valer en su escrito de demanda, añadiendo tan solo que el dictamen que da inicio al procedimiento de desaparición de poderes del municipio de la Villa de Zaachila, es un acto de aplicación de los artículos 86, 87, 89, 93, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, y de los cuales se solicita su declaración de invalidez por la falta de notificación y emplazamiento, toda vez que la falta de ambos requisitos legales deja al suscrito en completo estado de indefensión.
OCTAVO.- El Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, en su contestación de demanda, en síntesis señaló lo siguiente:
a)
Se debe desechar la demanda de controversia constitucional, en virtud que quien promueve carece de la personalidad con que se ostenta, en virtud que no acredita fehacientemente que el representante jurídico del Municipio, esto es, el Síndico municipal, esté ausente o tenga impedimento legal para ejercer dicha representación.
b)
En relación con los artículos 86, 87 y 88 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, el Tribunal Pleno de este Alto Tribunal ya resolvió al respecto en la tesis de jurisprudencia del rubro “AYUNTAMIENTOS. PARA QUE LA LEGISLATURA LOCAL PUEDA DECLARAR SU DESAPARICION, DEBE CONCEDERLES OBLIGADAMENTE, DERECHO DE AUDIENCIA Y DEFENSA, EN TERMINOS DEL ARTICULO 115, FRACCION I, PARRAFO TERCERO, DE LA CONSTITUCION FEDERAL.”.
c)
Los actos que se reclaman en la presente controversia constitucional no corresponden a la esfera jurídica del Poder Ejecutivo local.
d)
Se debe sobreseer de conformidad con los artículos 19, fracción II, 20 fracción III, y 21 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 constitucional, ya que el Municipio actor impugna una norma general.
e)
La controversia constitucional resulta improcedente porque el actor carece de acción para promoverla, ya que no aporta las constancias relativas para demostrar la existencia de los hechos que narra en su demanda ni aporta pruebas para acreditar los agravios cometidos en su contra.
Posteriormente, en su contestación a la ampliación de la demanda, señaló lo siguiente:
a)
Reitera su objeción a la personalidad del actor, añadiendo que quien promueve lo hace como encargado del despacho y, por ende, sostiene que sólo puede actuar como tal, sin que pueda contar con las facultades reservadas al presidente municipal o síndico para promover en la presente vía. Asimismo, que no es posible que el regidor promueva en nombre del Ayuntamiento, en virtud que no se reúne el número de concejales suficientes para actuar como ayuntamiento, y tampoco acredita que los concejales suplentes que firmaron el acta respectiva estuvieran en funciones; por ende, estima que el acta de cabildo por la que se le nombra encargado del despacho de la presidencia municipal es inválida.
b)
Reitera que los actos que se reclaman en la presente controversia constitucional no corresponden a la esfera jurídica del Poder Ejecutivo local, sino que son actos del Poder Legislativo local.
c)
La actuación de la Legislatura del Estado es legal y constitucional, ya que el Decreto impugnado obedece a la actualización de la norma contenida en la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, con las consecuencias inherentes a obtener una gobernabilidad en el Municipio ante la renuncia de 
los concejales.
d)
A la fecha de recepción en este Alto Tribunal de la demanda inicial, el actor ya tenía conocimiento del Decreto cuya invalidez solicita, por lo que la demanda resulta extemporánea y debe declararse improcedente con la consecuencia del sobreseimiento.
NOVENO. El Poder Legislativo del Estado de Oaxaca, en su contestación de demanda, en síntesis señaló lo siguiente:
a)
Quien promueve carece de la personalidad con que se ostenta, en virtud que la representación jurídica del Municipio la tiene el Síndico y, a falta de éste, el Presidente Municipal.
b)
El Regidor de Hacienda no puede promover la presente controversia constitucional en nombre del Municipio, en primer lugar, porque el Ayuntamiento de la Villa de Zaachila se encuentra desintegrado por falta de la mayoría de sus integrantes, en virtud que los concejales propietarios pidieron licencia o renunciaron a sus cargos y los suplentes se negaron a ocupar sus cargos; y segundo, porque promueve en representación del Ayuntamiento, sin que el artículo 105 constitucional contemple al Ayuntamiento como uno de los entes legitimados para promover este medio de control constitucional.
c)
El regidor carece de facultades para promover la presente controversia constitucional como encargado, pues no tiene las facultades de un presidente municipal ni las de un síndico, y el artículo 115 de la Constitución Federal no prevé que el Ayuntamiento esté representado administrativamente y jurídicamente por un encargado; asimismo, que no es posible que una sola persona se adjudique las funciones del ayuntamiento que constitucionalmente debe estar integrado por el presidente, síndico y regidores.
d)
Es improcedente la demanda de controversia constitucional en relación con los artículos 86, 87 y 88 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, porque ha transcurrido en exceso el plazo para impugnarlos, en virtud que la ley impugnada entró en vigor el diez de enero de dos mil tres.
e)
La controversia constitucional es improcedente por oscuridad de la demanda, porque la pretensión reclamada no se endereza por la vía de acción de inconstitucionalidad.
f)
No existe violación de la garantía de audiencia prevista en los artículos 14, 16 y 115 constitucionales, pues el Ayuntamiento de la Villa de Zaachila no se desapareció por causas que permitieran dicha desaparición estando en funciones el cuerpo colegiado municipal, sino que la desaparición se propició porque los concejales se separaron de su cargo colectivamente; asimismo, que no se deja en estado de indefensión a los concejales, pues no se les privó de sus derechos políticos, sino que fue su voluntad separarse de sus funciones.
Posteriormente, en su contestación a la ampliación de la demanda, señaló lo siguiente:

a)
Reiteró su objeción a la personalidad del actor, añadiendo que en términos de la Constitución Federal, el Ayuntamiento se constituye por un presidente, síndico y regidores, y en el caso no existe presidente ni síndico, y la función de encargado de la presidencia con que se ostenta el regidor no puede tener las atribuciones de presidente y síndico.
b)
Reitera que la presentación de la demanda es extemporánea por las mismas razones que señaló en su contestación de demanda.
c)
No se violan las garantías contenidas en los artículos 14, 16 y 115 de la Constitución Federal, porque la declaratoria de la desaparición del Ayuntamiento de la Villa de Zaachila no es propiamente la hipótesis a que se refiere la fracción I del párrafo tercero del artículo 115 constitucional.
d)
El Ayuntamiento estaba desintegrado por falta absoluta de sus integrantes, porque la mayoría de los concejales propietarios solicitaron licencia o renuncia, y los suplentes se negaron a asumir el cargo; en este sentido manifiesta que no existe inicio de procedimiento de desaparición del Ayuntamiento, toda vez que la declaratoria se hizo atendiendo a las licencias y a las negativas para ocupar el cargo de los concejales municipales, y ante el vacío de autoridad por el abandono del cargo por motivo de las licencias, no es de agotarse un procedimiento, sino el de acordar la procedencia de las licencias y las negativas para ocupar el cargo, y emitir la declaratoria correspondiente, pues de lo contrario se tendría un municipio en estado de ingobernabilidad y vacío de autoridad en perjuicio de sus habitantes. Por estas circunstancias, estima, no se trastocan los principios de autonomía en su administración que como nivel de gobierno se le reconoce al Municipio, en virtud que no existió voluntad del Poder Legislativo en revocar el mandato a los concejales del Ayuntamiento. Por estas mismas razones considera no son aplicables al caso las opiniones vertidas por el Ministro Gudiño Pelayo y la Ministra Luna Ramos al resolver la controversia constitucional 49/2003, en sus respectivos votos particulares, ya que en ese asunto el Congreso del Estado suspendió 
al ayuntamiento.
DECIMO. El Procurador General de la República al emitir su opinión, en síntesis manifestó, para lo que al caso interesa:
a)
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente controversia constitucional.
b)
En el presente asunto se debe presumir que el Regidor de Hacienda de la Villa de Zaachila goza de la representación legal del Municipio, ya que de conformidad con la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca la representación jurídica del Municipio la tiene el síndico, excepto cuando esté ausente o impedido, casos en los cuales recaerá en el presidente municipal, como sucedió en el caso, sin embargo, por la solicitud de licencia de este último, corresponde al regidor asumir la representación jurídica del municipio, al haber sido designado para suplir la ausencia del Presidente Municipal.
c)
La demanda fue presentada en forma oportuna respecto de los artículos 86, fracción I, 87, 88 y 93 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca y respecto de su acto de aplicación, consistente en el Decreto 397 del Congreso del Estado de Oaxaca, no así respecto de los artículos 86, fracciones II a X, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 de la Ley en comento, en virtud que el Decreto 397 no constituye su primer acto de aplicación, en consecuencia, el cómputo correspondiente se debe realizar a partir del momento de su publicación, resultando extemporánea su impugnación, al haber transcurrido en exceso el plazo para ello. En este sentido, considera que se debe sobreseer respecto de estos últimos artículos, con fundamento en los artículos 19, fracción VII, y 20, fracción II, de la Ley Reglamentaria de la materia.
En relación con las causas de improcedencia hechas valer por las autoridades demandadas, sostuvo 
lo siguiente:
a)
Respecto a la falta de personalidad del regidor para promover el presente medio de control constitucional, sostiene que la misma resulta infundada por las mismas consideraciones que expuso para concluir que en el presente asunto se debe presumir que el regidor cuenta con legitimación activa en la presente controversia constitucional.
b)
En relación con la invalidez del acta de cabildo con la que el regidor acreditó el carácter que ostenta 
―encargado del despacho de la presidencia municipal― considera que no obra en autos constancia alguna que permita llegar a tal convicción, esto es, que la sesión de cabildo no sea válida porque las personas que firmaron el acta respectiva no están en funciones o por alguna otra causa, ni tampoco existe alguna documental que muestre que el cargo que ostenta el regidor haya sido atribuido a otro concejal, por lo que la representación deberá presumirse, salvo prueba en contrario.
c)
La causa de improcedencia en la que sostienen que la controversia constitucional es improcedente en términos del artículo 19, fracción II, de la Ley reglamentaria de la materia, porque impugna normas de carácter general; sostiene que es infundada, puesto que la referida causa de improcedencia se actualiza tratándose de normas generales en materia electoral, carácter del que carecen los preceptos impugnados.
d)
Respecto a la extemporaneidad de la demanda; sostiene que es parcialmente fundada, puesto que la referida causa de improcedencia se actualiza respecto de los artículos 86, fracciones II a X, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca por las mismas razones que sostuvo en su opinión respecto de la oportunidad de la demanda.
e)
En relación con la inexistencia de violaciones a la constitución y la ausencia de agravios, sostiene que se deben desestimar, pues son aspectos que atañen a cuestiones vinculadas al fondo de la controversia constitucional, las cuales se abordarán al estudiar los elementos que integran la litis del presente juicio.
f)
El concepto de invalidez hecho valer por el Municipio actor, en el que aduce que el Decreto 397 vulnera lo dispuesto por los artículos 14 y 115, fracción I de la Constitución Federal –porque no se le concedió la garantía de audiencia previamente a la declaratoria de desaparición del ayuntamiento–, es fundado, ya que la Legislatura del Estado de Oaxaca únicamente podrá declarar la desaparición de un ayuntamiento cuando se actualice alguna de las causas graves que menciona el artículo 86 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, siempre y cuando se lleve a cabo un procedimiento en el que sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir pruebas y hacer los alegatos que a su juicio convengan, de conformidad con los artículos 115, fracción I, de la Constitución
Federal y 59, fracción IX, de la Constitución local.
g)
En el orden jurídico de Oaxaca, para la desaparición de un ayuntamiento, invariablemente debe observarse un procedimiento en el que se dé el derecho de defensa a los afectados antes de interferir en su mandato, y que dicho procedimiento tendrá como fin acreditar si se actualizó o no alguna de las causas graves previstas en la ley, sin que exista disposición alguna que autorice a no observar el procedimiento respectivo tratándose del supuesto previsto en la fracción I del artículo 86 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, lo cual no observó la Legislatura estatal argumentando que en el asunto no procedía otorgar a los miembros del ayuntamiento la garantía de audiencia de manera previa a la emisión del Decreto impugnado, toda vez que la mayoría de sus miembros, propietarios y suplentes, manifestaron su voluntad de separarse de su cargo.
h)
La Legislatura estatal declaró la desaparición del Ayuntamiento de la Villa de Zaachila, por considerar que el citado nivel de gobierno no podía funcionar válidamente porque la mayoría de sus miembros, propietarios y suplentes, manifestaron su voluntad de separarse de su cargo; sin embargo, de las constancias que obran agregadas en el expediente, se desprende lo contrario, en virtud que en caso de renuncia o falta absoluta de la mayoría de los integrantes del Ayuntamiento, de conformidad con la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca procedía llamar a los suplentes, y como no todos los concejales suplentes se negaron a asumir los cargos respectivos y el Regidor de Hacienda no solicitó licencia ni presentó renuncia, el Ayuntamiento podía funcionar válidamente con los concejales que estaban en funciones.
DECIMO PRIMERO. Substanciado el procedimiento en la presente controversia constitucional, se celebró la audiencia prevista en el artículo 29 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la cual, en términos del artículo 34 del mismo ordenamiento legal, se hizo relación de los autos, se tuvieron por exhibidas y admitidas las pruebas ofrecidas, por presentados los alegatos, y se puso el expediente en estado de resolución.
CONSIDERANDO
PRIMERO. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente asunto, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, por virtud de que se plantea una controversia constitucional entre el Municipio de la Villa de Zaachila, Estado de Oaxaca, con los Poderes Legislativo y Ejecutivo del mismo Estado.
SEGUNDO. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 39 y 41, fracción I de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que facultan a este Tribunal Pleno para que, al emitir la resolución definitiva, examine en su conjunto los razonamientos de las partes a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada y, además, para precisar en forma concreta las normas y los actos que sean objeto de la controversia constitucional, procede analizar y dejar establecido cuáles son los actos cuya invalidez se demanda en esta controversia constitucional para lo cual, deben tenerse en cuenta los siguientes antecedentes procesales:
a)
El Municipio actor en su escrito inicial de demanda señaló que solicitaba la declaración de invalidez de los artículos 86, 87 y 88 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno de ese Estado el diez de enero de dos mil tres.
b)
Asimismo, por auto de siete de febrero de dos mil siete, la Ministra instructora, después de analizar en forma integral el escrito de demanda y conforme a las manifestaciones vertidas en él por el propio Municipio actor, señaló que la impugnación de los referidos preceptos legales, se hacía valer con motivo de su primer acto de aplicación consistente en “un presunto procedimiento de desaparición del Ayuntamiento, así como el Decreto 397 del Poder Ejecutivo local, por el cual designa como Administrador del Municipio actor al señor Rufino Rodríguez Cabrera”.
c)
Por escrito presentado el quince de marzo de dos mil siete, el Municipio actor amplió su demanda, en la que expresamente solicitó la declaración de invalidez de los artículos 86, 87, 88, 89, 93, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno de ese Estado el diez de enero de dos mil tres.
d)
De igual forma, por acuerdo de veintidós de marzo de dos mil siete, la Ministra instructora, previa revisión integral del escrito de ampliación y acorde con las manifestaciones expresadas por el actor, determinó que además de los preceptos señalados, el Municipio actor también combatía como acto de aplicación el “Decreto 397 de la Quincuagésima Legislatura del Estado de Oaxaca, por el que se decreta la desaparición del Ayuntamiento y se faculta al Ejecutivo Estatal a nombrar un administrador municipal”; asimismo, determinó que los artículos 86, 87 y 88 de la ley combatida, ya se encontraban impugnados en la demanda inicial.
Ahora, como puede advertirse el Municipio actor tanto en su demanda como en la ampliación que hizo valer, solicitó la declaración de invalidez de diversos preceptos de la Ley Municipal local, con motivo de su primer acto de aplicación consistente en la expedición del “Decreto 397”, acto que, en la instancia inicial atribuyó al Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, en cuanto a que a través de él designaba un Administrador que se encargaría del gobierno municipal, sin tener la certeza en ese momento de su contenido y publicación; no obstante, al promover su ampliación, señala que dicho Decreto fue emitido por el Poder Legislativo local y que a través de él se declaraba desaparecido al Ayuntamiento actor.
Al reverso de la foja 74 del expediente, obra el ejemplar del Periódico Oficial del Estado de Oaxaca, de dieciséis de febrero de dos mil siete, en el que aparece publicado el aludido Decreto 397, cuyo texto íntegro es el siguiente:
“Al margen un escudo nacional con la leyenda: “Gobierno Constitucional del Estado de Oaxaca. Poder Legislativo, Decreto No. 397

LIC. ULISES ERNESTO RUIZ ORTIZ, GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE OAXACA, A SUS HABITANTES HACE SABER:

QUE LA LEGISLATURA DEL ESTADO, HA TENIDO A BIEN APROBAR LO SIGUIENTE:

LA QUINCUAGESIMA NOVENA LEGISLATURA CONSTITUCIONAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE OAXACA,

DECRETA:

ARTICULO UNICO. La Quincuagésima Novena Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, con las facultades que le otorgan los artículos 115 párrafo tercero de la fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 59, fracción IX de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 26, 12, 86, fracción I, 88 y 93 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, aprueba las renuncias a sus cargos presentada (sic) ante esta Legislatura por los CC. JOSE CORONEL MARTINEZ, Presidente Municipal, TOMAS ELOY CHACON PEREZ, Síndico Municipal, JOSEFINA MARTINEZ AQUINO, Regidora de Ecología y Salud, EZEQUIEL APOLINAR CHAVEZ MACES, Regidor de Educación, NORBERTO MENDOZA BENITEZ, Regidor de Panteones, MIGUEL ANGEL VAZQUEZ HERNANDEZ, Regidor de Transporte y Vialidad, TOMAS BERTIN LOPEZ VILLAREAL, Regidor de Mercados, HUGO MANUEL FELIX VARGAS, Regidor de Turismo. Se aprueba la negativa para asumir el cargo de los suplentes ALMA CHACON MARTINEZ, Suplente del Regidor de Educación, FRANCISCO MELCHOR TEJADA, Suplente del Regidor de transporte y Vialidad, HUGO BENITEZ MATEOS, Suplente del Regidor de Hacienda del Honorable Ayuntamiento de Villa de Zaachila, Oaxaca, por actualizarse la causal contenida en la fracción I del artículo 86 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, por haber renunciado a sus cargos la mayoría de Concejales Propietarios y la negativa de los Suplentes para ocupar los cargos en caso de ser requeridos; se faculta al Gobernador del Estado para que nombre a un Administrador que se haga cargo de la administración municipal, hasta en tanto, en uso de sus facultades que le confiere el artículo 79, fracción XV de la Constitución Política del Estado, proponga al Congreso del Estado, a los vecinos del municipio para que integren el Concejo Municipal.

Comuníquese esta determinación a los promoventes; al Titular de la Contaduría Mayor de Hacienda; al Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado; al Presidente del Instituto Estatal Electoral; y al Director de Gobierno, para los efectos legales procedentes.

TRANSITORIO:

UNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Lo tendrá entendido el Gobernador del Estado y hará que se publique y se cumpla.

DADO EN EL SALON DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO. San Raymundo Jalpan, centro, Oax., 15 de febrero de 2007.

DIP. GUILLERMO JOSE ZAVALETA ROJAS. PRESIDENTE.--- DIP. HERIBERTO AMBROSIO CIPRIANO, SECRETARIO.--- DIP. MARLENE ALDECO REYES RETANA. SECRETARIA. (FIRMAS).

Por lo tanto, mando que se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento.

Oaxaca de Juárez Oax. a 16 de febrero del 2007.--- EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO. LIC. ULISES ERNESTO RUIZ ORTIZ.--- EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO. ING. TEOFILO MANUEL GARCIA CORPUS. (FIRMAS).

Y lo comunico a usted, para su conocimiento y fines consiguientes.

SUFRAGIO EFECTIVO NO REELECCION. “EL RESPETO AL DERECHO AJENO ES LA PAZ” Oaxaca de Juárez Oax. a 16 de febrero del 2007. EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO. ING. TEOFILO MANUEL GARCIA CORPUS. (FIRMA).

Nota: Las presentes firmas corresponden al DECRETO NUM. 397, aprobado por la Quincuagésima Novena Legislatura Constitucional del Estado, mediante el cual se declaran procedentes las renuncias presentadas ante esta Legislatura por los Concejales del H. Ayuntamiento de la Villa de Zaachila, Oaxaca, declarándose la desaparición de dicho Ayuntamiento."

Por otra parte, destaca también, que del análisis integral de la demanda y su ampliación, el Municipio actor aduce como motivo de invalidez que no se le llamó al procedimiento que culminó con el Decreto reproducido, lo cual estima violatorio de los artículos 14, 16 y 115, fracción I, de la Constitución Federal.
Conforme a lo anterior, este Tribunal Pleno llega a la conclusión que lo efectivamente impugnado por el Municipio actor en esta controversia constitucional es lo siguiente:
De los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Oaxaca:
· La declaración de inconstitucionalidad de los artículos 86, 87, 88, 89, 93, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno de ese Estado el diez de enero de dos mil tres; con motivo de los siguientes actos que considera son los primeros de aplicación:
a) Del Poder Legislativo del Estado de Oaxaca:
· La declaración de invalidez del Decreto 397 emitido por el Poder Legislativo del Estado de Oaxaca, por el que se decreta la desaparición del Ayuntamiento actor y se faculta al Ejecutivo Estatal a nombrar un administrador municipal; así como su procedimiento de creación.
b) Del Poder Ejecutivo de la referida entidad:
· Los actos desarrollados en cumplimiento al Decreto impugnado.
En efecto, lo anterior se considera así, pues si bien la parte actora atribuyó inicialmente la expedición del Decreto 397 al Poder Ejecutivo local, lo cierto es que al ampliar su demanda acompañó el ejemplar del Periódico Oficial de la entidad, en el que se publicó dicho instrumento, del cual, como ya se dijo, se advierte, entre otras cuestiones, que fue expedido por el Poder Legislativo del Estado de Oaxaca, de ahí que, su procedimiento de creación y expedición sean atribuidos a ese Poder, en tanto que al Ejecutivo local, los que deriven del cumplimiento que tiene que dar a él, tales como nombrar un Administrador que se haga cargo de la administración municipal y proponer al Congreso a los vecinos que integren un Concejo Municipal.
Ahora, procede determinar si el Decreto 397 constituye un acto de aplicación de los artículos de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca cuya invalidez se demanda y, en su caso, si se trata del primer acto de aplicación de las normas impugnadas, ya que de lo contrario la controversia devendría improcedente.
Para determinar ese aspecto, es conveniente tener en consideración que un acto constituye la aplicación de una norma general, siempre y cuando tenga su fundamento en dicha norma y en ésta se encuentre previsto el caso concreto que se identifica o se contiene en el acto señalado como el de su aplicación, de tal forma que a través de este último se materialice el presupuesto normativo que contiene la disposición general.
Las normas generales cuya aplicación se impugna son los siguientes artículos de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca:
“Artículo 86. Son causas graves para la desaparición de un ayuntamiento:

I. Cuando sea imposible el funcionamiento, por falta absoluta de la mayoría de sus integrantes, si no existen suplentes que puedan integrarlo, cualquiera que fueren las causas que motiven dicha falta;

II. La violación reiterada por parte del Ayuntamiento, de las garantías individuales y sociales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y la Constitución Local;

III. La promoción o adopción que realice un Ayuntamiento, de formas de gobierno u organización política, distintas a las establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución del Estado;

IV. Los conflictos reiterados que se susciten entre la mayoría o totalidad de los integrantes de un Ayuntamiento, o entre éste y la comunidad, y que hagan imposible el cumplimiento de los fines o el ejercicio de las funciones a cargo del Ayuntamiento;

V. La violación que efectúe el Ayuntamiento a las normas jurídicas que rigen los procesos electorales;

VI. La repetida alteración por parte del Ayuntamiento a la Ley de Ingresos, al Presupuesto de Egresos, o a los planes y programas de desarrollo municipal, que importen un perjuicio a los habitantes del municipio;

VII. La disposición de bienes pertenecientes al patrimonio municipal que ordene el Ayuntamiento, sin sujetarse a las disposiciones previstas en la presente Ley;

VIII. Cuando el ayuntamiento permita que extranjeros se inmiscuyan en asuntos internos del Estado o de los municipios;

IX. La falta de comprobación y aplicación correcta de los recursos que integran la Hacienda Pública Municipal, en términos de lo dispuesto en la Ley Orgánica de 
la Contaduría Mayor de Hacienda y demás disposiciones aplicables; y

X. Por abandono del ejercicio de sus funciones.”

“Artículo 87. La Legislatura del Estado desde el momento en que se dé inicio al procedimiento de desaparición de un ayuntamiento y hasta en tanto no se emita la resolución correspondiente, podrá decretar por acuerdo de las dos terceras partes de la totalidad de sus integrantes ante una situación de violencia grave, un vacío 
de autoridad o un estado de ingobernabilidad; la suspensión provisional del ayuntamiento, pudiendo entretanto nombrar de entre los vecinos del municipio a un Consejo (sic) Municipal o facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal, cualquiera de estos dos casos, la autoridad provisional ejercerá sus funciones hasta que se resuelva en definitiva.”

 “Artículo 88. Cuando se declare la desaparición de un Ayuntamiento, la Legislatura del Estado procederá de inmediato a designar de entre los vecinos del municipio respectivo, a los integrantes de un Consejo (sic) Municipal los que deberán reunir los mismos requisitos exigidos para ser concejal, quienes concluirán el periodo de ejercicio respectivo.”

“Artículo 89. La Legislatura del Estado, cuando lo considere necesario, desde el momento en que se dé inicio al procedimiento de revocación del mandato de algún miembro de un ayuntamiento y hasta en tanto no se emita la resolución correspondiente, podrá decretar en forma precautoria por acuerdo de las dos terceras partes de la totalidad de sus integrantes, la suspensión provisional del mandato de uno o varios de los miembros de un ayuntamiento.

Independientemente de lo anterior, son causas graves para la suspensión del mandato de algún miembro del Ayuntamiento:

I. La incapacidad física o legal transitoria;

II. El haberse dictado en su contra auto de sujeción a proceso o de formal prisión, como probable responsable en la comisión de un delito;

III. Cuando así lo disponga la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del estado y Municipios y la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda del Congreso del Estado.”

“Artículo 93. Compete exclusivamente a la Legislatura del Estado, declarar la suspensión o desaparición de un Ayuntamiento, y la suspensión o revocación del mandato de uno o más de sus integrantes.

La solicitud para que la Legislatura Local, conozca de estos asuntos podrá ser formulada por el Ejecutivo del Estado, por los Legisladores Locales, por los integrantes del Ayuntamiento respectivo o por los ciudadanos vecinos del municipio.

El escrito de solicitud deberá presentarse ante la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, y deberá contar por lo menos con los siguientes requisitos:

I. Nombre y domicilio de los solicitantes;

II. Tratándose de particulares, deberán acreditar su vecindad;

III. Nombre, domicilio y cargo que desempeñe en el ayuntamiento, la persona o personas en contra de las cuales se dirige la pretensión;

IV. El o los actos en que se funde la solicitud; y

V. Las pruebas que sirvan de base a la petición.”

“Artículo 94. A la presentación de la solicitud deberán acompañarse los medios probatorios en que se funde la petición y anunciarse aquellos que requieran de una dilación probatoria para su desahogo.

Así mismo para efectos de emplazamiento se deberán anexar copias simples de todos y cada uno de los documentos exhibidos.

No se admitirán los documentos probatorios exhibidos con posterioridad a la presentación de la solicitud, con excepción de:

I. Los que sean de fecha posterior a esta;

II. Los que bajo protesta de decir verdad se afirme su desconocimiento en la fecha de presentación de la solicitud; y

III. Y (sic) de los que se hubiese hecho oportunamente la mención y el motivo bastante por el cual no hubiere sido posible su exhibición en tiempo.”

“Artículo 96. Una vez acreditados estos elementos la Comisión de Gobernación citará a los denunciantes para que ratifiquen su solicitud, apercibiéndoles que de no hacerlo se levantará razón de esta circunstancia y se ordenará el archivo de la petición.

La Comisión de Gobernación para el mejor desempeño de sus funciones y cuando así lo considere pertinente, podrá facultar a los servidores públicos de la Unidad de Asistencia Jurídica dependiente de la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, para el desahogo de los actos jurídicos que le encomiende y le preste el apoyo técnico, jurídico y procedimental.”

“Artículo 97. La Comisión de Gobernación, una vez que haya sido ratificada la solicitud, notificará personalmente en su domicilio a el o a los integrantes del ayuntamiento, según sea el caso, la existencia y materia de aquella, corriéndoles traslado con las copias simples exhibidas, y emplazándoles para que dentro del término de diez días den contestación a la misma en la forma y términos que a sus derechos convenga; así mismo deberá apercibírseles que para que en el caso de no producir contestación alguna en el término concedido, se les tendrá por rebeldes y presuntos confesos de los hechos referidos en la solicitud.

El o los integrantes del ayuntamiento, en su caso, al momento de producir su contestación, deberán de sujetarse a las exigencias señaladas para la solicitud.

Si la contestación contiene omisiones o evasivas, estas o aquellas harán que se tenga por admitido el hecho respecto del cual no se produjo contestación categórica.”

“Artículo 98. Fenecido el plazo concedido a el o los integrantes del ayuntamiento para producir su contestación, la Comisión de Gobernación ordenará levantar la razón respectiva, y citará a una audiencia de pruebas dentro de los diez días siguientes, misma que se efectuará ante la presencia del Presidente de la Comisión Permanente de Gobernación y de los integrantes de ésta que deseen estar presentes, asistidos en todo caso por dos testigos que podrán ser los servidores públicos de la Unidad de Asistencia Jurídica del Honorable Congreso los que en todo momento podrán ser facultados en términos del artículo 96 de esta ley para brindar el apoyo.

Si las pruebas ofrecidas en la audiencia requieren de un plazo para su desahogo, la Comisión Permanente de Gobernación aprobará un plazo probatorio para ese efecto cuya duración no podrá exceder de veinte días naturales.

La Comisión de Gobernación tendrá en todo tiempo la amplísima facultad de allegarse los elementos probatorios que estime eficaces, idóneos y conducentes, así como para también desechar aquellos que sean contrarios a la moral pública y al derecho.

Si de la apreciación de los hechos objeto de solicitud y de las pruebas anunciadas, la Comisión de Gobernación advierte que estos primeros y las segundas tienen como fin único y común, dilucidar alguna cuestión puramente de derecho, sin más trámite se señalará término para alegar.”

“Artículo 99. Fenecido el plazo probatorio, se dictará proveído en el cual se haga del conocimiento de las partes esta circunstancia y se ordenará poner a su vista el expediente, a efecto de que estas dentro del término común de cinco días, presenten por escrito los alegatos que a su derecho convenga.

Transcurrido el término para la presentación de alegatos se hayan exhibido estos o no, la Comisión de Gobernación dentro del plazo de veinte días formulará su dictamen, que contendrán los antecedentes, las consideraciones y los puntos resolutivos que estimen legalmente procedentes. El plazo consignado anteriormente podrá ser ampliado mediante la autorización expresa de la Legislatura.

Para la elaboración del dictamen respectivo, la Comisión de Gobernación deberá analizar clara y metódicamente los hechos consignados en la solicitud que dio origen al procedimiento, y además fundar y motivar los razonamientos jurídicos que 
lo sustenten.”

“Artículo 100. Si de las constancias del procedimiento se advierte la improcedencia de la solicitud, el dictamen de la Comisión de Gobernación propondrá al Congreso del Estado, que no ha lugar a lo solicitado y en su caso ordenar el archivo del expediente como definitivamente concluido.

Si de las actuaciones del procedimiento se advierte que se encuentra debidamente comprobada la causa grave motivo de la solicitud, el dictamen de la Comisión de Gobernación será puesto a consideración del Congreso del Estado.”

“Artículo 101. Presentado por la Comisión de Gobernación el dictamen con propuesta de desaparición del Ayuntamiento, suspensión o revocación de mandato de alguno de sus integrantes, en su caso, se requerirá la autorización de las dos terceras partes de los integrantes del Congreso del Estado para ser aprobado.

Tomada la determinación legalmente procedente esta se notificará personalmente a las partes, y se publicará en el Periódico Oficial del Estado y en dos de los Periódicos Estatales de mayor circulación. En este procedimiento la parte demandada podrá asistirse de abogado.

Por cuanto a lo no previsto en el presente Capítulo, se aplicará de manera supletoria y en lo que no contravenga lo aquí dispuesto, el Código de Procedimientos Civiles 
del Estado.”

Como se puede apreciar de su lectura, estos artículos prevén, por un lado, las causas por las cuales puede decretarse la desaparición de un ayuntamiento en el Estado de Oaxaca; y por otro, regulan el procedimiento a seguir para suspender o desaparecer ayuntamientos, y para suspender o revocar el mandato de alguno de sus integrantes.
Ahora bien, el Decreto 397 del Congreso del Estado de Oaxaca, de dieciséis de febrero de dos mil siete, cuya invalidez se solicita, a la letra dice:
“ARTICULO UNICO. La Quincuagésima Novena Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, con las facultades que le otorgan los artículos 115 párrafo tercero de la fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 59, fracción IX de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 26, 42, 86, fracción I, 88 y 93 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, aprueba las renuncias a sus cargos presentada (sic) ante esta Legislatura por los CC. JOSE CORONEL MARTINEZ, Presidente Municipal, TOMAS ELOY CHACON PEREZ, Síndico Municipal, JOSEFINA MARTINEZ AQUINO, Regidora de Ecología y Salud, EZEQUIEL APOLINAR CHAVEZ MACES, Regidor de Educación, NORBERTO MENDOZA BENITEZ, Regidor de Panteones, MIGUEL ANGEL VAZQUEZ HERNANDEZ, Regidor de Transporte y Vialidad, TOMAS BERTIN LOPEZ VILLAREAL, Regidor de Mercados, HUGO MANUEL FELIX VARGAS, Regidor de Turismo. Se aprueba la negativa para asumir el cargo de los suplentes ALMA CHACON MARTINEZ, Suplente del Regidor de Educación, FRANCISCO MELCHOR TEJADA, Suplente del Regidor de transporte y Vialidad, HUGO BENITEZ MATEOS, Suplente del Regidor de Hacienda del Honorable Ayuntamiento de Villa de Zaachila, Oaxaca. Se declara la desaparición del Ayuntamiento de la Villa de Zaachila, Oaxaca, por actualizarse la causal contenida en la fracción I del artículo 86 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca, por haber renunciado a sus cargos la mayoría de los Concejales Propietarios y la negativa de los Suplentes para ocupar los cargos en caso de ser requeridos; se faculta al Gobernador del Estado para que nombre a un Administrador que se haga cargo de la administración municipal, hasta en tanto, en uso de sus facultades que le confiere el artículo 79, fracción XV de la Constitución Política del Estado, proponga al Congreso del Estado, a los vecinos del municipio para que integren el Concejo Municipal.”

Como se puede apreciar de su contenido, el Decreto impugnado declaró que el Municipio de la Villa de Zaachila había desaparecido, facultando consecuentemente al Poder Ejecutivo local para nombrar un administrador municipal, con lo cual se materializó el supuesto contenido en la porción normativa del artículo 87 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca que establece que tratándose de la desaparición de un ayuntamiento el Congreso local podrá “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”
En efecto, como fundamento para la expedición del Decreto 397 la Legislatura estatal cita en su texto los artículos 86, fracción I, 88 y 93 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca; sin embargo, tomando en cuenta que el Municipio actor solicita la declaración de invalidez del procedimiento de desaparición de su ayuntamiento y la designación de un administrador, este Tribunal Pleno estima que el Decreto impugnado también refleja un acto de aplicación implícita del artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, en la porción normativa que prevé como facultad del Congreso local “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”; toda vez que esta parte de dicha norma jurídica es la que brinda atribuciones a la legislatura local para que a su vez ésta faculte al Ejecutivo local para designar a un administrador municipal.
Asimismo, este Tribunal Pleno estima que se trata del primer acto de aplicación, ya que de las constancias de autos no se advierte que anteriormente a la expedición del referido Decreto se hubiera realizado algún otro acto de aplicación de los artículos que han quedado señalados, por lo que es válido concluir que para efectos de la presente controversia constitucional sí se trata del primer acto de aplicación, únicamente de los citados numerales.
Por lo que se refiere a los artículos 86, fracciones II a X, 89, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca no se acredita acto de aplicación alguno ya que, como se dijo, para que un acto se considere como acto de aplicación de un precepto se necesita que éste tenga su fundamento en dicho artículo y en este último se encuentre previsto el caso concreto que se identifica o contiene en el acto señalado como el de su aplicación.
Al haber arribado a la conclusión que antecede, procede sobreseer en la presente controversia constitucional respecto de los artículos 86, fracciones II a X, 89, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, por no acreditarse la existencia de acto de aplicación de los mismos en perjuicio de la actora, de conformidad con la fracción III del artículo 20 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 constitucional que al efecto establece:
"Artículo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes:

[...]

III. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe la norma o acto materia de la controversia, o cuando no se probare la existencia de ese último; y;...

[...]."

En estas condiciones, los actos consistentes en los artículos 86, fracción I, 87, en la porción normativa que dice “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”; 88 y 93 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca y el Decreto 397 de dieciséis de febrero de dos mil siete, constituirán el análisis de la presente controversia constitucional.
TERCERO. Se procede a analizar si la demanda de controversia constitucional, así como su respectiva ampliación, fueron promovidas en forma oportuna.
Como quedó precisado en el considerando que antecede, se advierte que el Municipio actor solicita la declaración de invalidez de lo siguiente:
De los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Oaxaca:
· La declaración de inconstitucionalidad, entre otros, de los artículos 86, fracción I, 87, en la porción normativa que dice “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”; 88 y 93 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno de ese Estado el diez de enero de dos mil tres; con motivo de los siguientes actos que considera son los primeros de aplicación:
a) Del Poder Legislativo del Estado de Oaxaca:
· La declaración de invalidez del Decreto 397, por el que se decreta la desaparición del Ayuntamiento actor y se faculta al Ejecutivo Estatal a nombrar un administrador municipal; así como su procedimiento de creación.
b) Del Poder Ejecutivo de la referida entidad:
· Los actos desarrollados en cumplimiento al Decreto impugnado.
Como puede observarse, en el caso, se solicita la declaración de invalidez de una norma de carácter general con motivo del que se dice es su primer acto de aplicación, por lo que para efectos de determinar lo referente a la oportunidad en la presentación de la demanda, deberá estarse a lo previsto por el artículo 21, fracción II, de la Ley Reglamentaria de la materia, que señala:
“Artículo 21. El plazo para la interposición de la demanda será:...

[...]

II.- Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia; y,...

[...].”

Conforme a la transcripción que antecede, se desprende que existen dos momentos para promover la controversia constitucional, tratándose de la impugnación de normas generales:
a)
Dentro del plazo de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación; y
b)
Dentro del plazo de treinta días contados a partir del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia.
Como ya se señaló, el caso a estudio se ubica dentro del segundo supuesto, por tanto, en primer término se determinará si el Decreto 397, el cual señala el Municipio actor como acto de aplicación de los citados artículos de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, fue impugnado dentro del plazo legal, pues la oportunidad de la demanda respecto de las normas combatidas dependerá de la conclusión a que se llegue respecto de la reclamación de éste, ya que de ser extemporáneo se haría innecesario abordar el estudio relativo a los citados preceptos.
El Decreto 397 fue publicado el viernes dieciséis de febrero de dos mil siete en el Periódico Oficial del Estado de Oaxaca, por tanto, el plazo para la presentación de la demanda transcurrió del lunes diecinueve de febrero al martes tres de abril, debiéndose descontar los días veinticuatro y veinticinco de febrero, tres, cuatro, diez, once, diecisiete, dieciocho, veintiuno, veinticuatro, veinticinco y treinta y uno de marzo, y el primero de abril de la anualidad citada, por ser inhábiles de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2o. de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, además del diecinueve de marzo, por disposición del inciso c), punto primero, del Acuerdo del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2/2006, de treinta de enero de dos mil seis, relativo a la determinación de los días inhábiles y los de descanso.
Por consiguiente, si la demanda se presentó el veintidós de febrero de dos mil siete en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, según se desprende de los sellos asentados al reverso de la foja quince de autos, esto es, el cuarto día del plazo correspondiente, es inconcuso que su promoción fue oportuna; asimismo, la ampliación de demanda también debe considerarse que se presentó en forma oportuna, ya que dicho evento ocurrió el quince de marzo de dos mil siete, según consta al reverso de la foja setenta y tres de autos, esto es, se presentó el decimonoveno día del plazo señalado; de ahí que, es inconcuso que tanto la demanda como su respectiva ampliación fueron promovidas en forma oportuna.
Establecido que la presente controversia constitucional fue promovida oportunamente, debe estimarse que también fue oportuna la presentación de la demanda de controversia constitucional respecto de los artículos 86, fracción I, 87, en la porción normativa que dice “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”; 88 y 93 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca.
CUARTO. A continuación se analiza la legitimación de quien promueve la presente controversia constitucional.
En el presente caso, quien suscribe la demanda de controversia constitucional y su ampliación es el Regidor de Hacienda del Municipio de la Villa de Zaachila, Oaxaca, carácter que acredita con copia certificada de la constancia de mayoría emitida por el Instituto Estatal Electoral de Oaxaca, funcionario municipal que se ostenta además como encargado del despacho de su Presidencia municipal, según el acuerdo de cabildo tomado el siete de febrero de dos mil siete.
Las normas que reglamentan la representación jurídica de los municipios en el Estado de Oaxaca son aquellas establecidas en la Ley Municipal de este Estado, que en lo que interesa establecen lo siguiente:
“Artículo 51. Los Síndicos serán representantes jurídicos del Municipio y responsables de vigilar la debida administración del erario público y patrimonio municipal, con las siguientes atribuciones:

I. Procurar, defender y promover los intereses municipales, representar jurídicamente al municipio en los litigios en que éstos fueren parte, y en la gestión de los negocios de la hacienda municipal;”

“Artículo 48. El Presidente Municipal es el representante político y responsable directo de la administración pública municipal, encargado de velar por la correcta ejecución de las disposiciones del Ayuntamiento, con las siguientes facultades y obligaciones:…

[...]

V. Asumir la representación jurídica del ayuntamiento en los litigios, cuando el síndico o síndicos estén ausentes o impedidos legalmente para ello;

[...].”

“Artículo 42. En los casos de falta de alguno o algunos de los integrantes del Ayuntamiento, se proveerá lo siguiente:

I. Faltas temporales menores a 15 días naturales: se concederán permisos con la aprobación de la mayoría de los miembros presentes del Ayuntamiento y desempeñará las funciones de ser necesario en forma provisional, el Concejal que designe el Ayuntamiento;

II. Licencias por causa justificada y mayores de 15 días naturales:

a. El Presidente Municipal, será suplido por la persona designada por el Ayuntamiento de entre sus miembros, como encargado de despacho y sólo se concederá el permiso por la mayoría de los miembros presentes del Ayuntamiento;

b. Tratándose de los Síndicos y Regidores, solicitarán se llame a sus suplentes respectivos quienes rendirán protesta antes de asumir el cargo y sólo se concederá el permiso con la aprobación de la mayoría de los miembros presentes del Ayuntamiento;

III. Licencia por causa justificada que excedan (sic) de 120 días:

a. El Presidente Municipal, será suplido por su Suplente, y en ausencia de éste, por el Concejal que el Ayuntamiento designe y sólo se concederá el permiso con aprobación de las dos terceras partes de los integrantes del Ayuntamiento;

b. Tratándose de los Síndicos y Regidores, se llamarán a sus suplentes respectivos quienes rendirán protesta antes de asumir el cargo y sólo se concederá el permiso con la aprobación de las dos terceras partes de los integrantes del Ayuntamiento.

Al término del plazo de la licencia concedida, el Presidente Municipal, el Síndico o Regidor, deberá integrarse de inmediato a su cargo.

De todos los casos se dará aviso a la Legislatura para su acreditación ante las instancias correspondientes.”

“Artículo 53. Los Regidores son los representantes de la comunidad en el Ayuntamiento con la misión de participar en los eventos del Municipio y proponer el desarrollo municipal, tendrán las siguientes facultades y obligaciones:

[...]

II. Suplir al presidente municipal en sus faltas temporales, en los términos establecidos por esta Ley;”

Como se observa de la transcripción de estos artículos, en el Estado de Oaxaca la representación jurídica de los municipios recae originalmente en el Síndico, según el artículo 51, fracción I, de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, y puede ser excepcionalmente ejercida por el Presidente Municipal si el síndico está ausente o impedido legalmente. En consecuencia, son estos dos funcionarios los que en determinados supuestos pueden ejercer la representación jurídica de un Municipio en el Estado de Oaxaca.
Este Tribunal Pleno, sin embargo, observa que aun cuando la ley no regula de forma explícita el supuesto en el cual ninguno de estos dos funcionarios puede ejercer esta facultad representativa, lo cierto es que de la interpretación sistemática de los artículos 42, fracciones II, inciso a) y III se desprende que el Ayuntamiento, ante licencias del Presidente Municipal mayores a quince días, puede nombrar a un encargado del despacho de sus funciones. Los artículos 42 y 53, fracción II, de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca establecen lo siguiente:
“Artículo 42. En los casos de falta de alguno o algunos de los integrantes del Ayuntamiento, se proveerá lo siguiente:

I. Faltas temporales menores a 15 días naturales: se concederán permisos con la aprobación de la mayoría de los miembros presentes del Ayuntamiento y desempeñará las funciones de ser necesario en forma provisional, el Concejal que designe el Ayuntamiento;

II. Licencias por causa justificada y mayores de 15 días naturales:

a. El Presidente Municipal, será suplido por la persona designada por el Ayuntamiento de entre sus miembros, como encargado de despacho y sólo se concederá el permiso por la mayoría de los miembros presentes del Ayuntamiento;

b. Tratándose de los Síndicos y Regidores, solicitarán se llame a sus suplentes respectivos quienes rendirán protesta antes de asumir el cargo y sólo se concederá el permiso con la aprobación de la mayoría de los miembros presentes 
del Ayuntamiento;

III. Licencia por causa justificada que excedan de 120 días:

a. El Presidente Municipal, será suplido por su Suplente, y en ausencia de éste, por el Concejal que el Ayuntamiento designe y sólo se concederá el permiso con aprobación de las dos terceras partes de los integrantes del Ayuntamiento;

b. Tratándose de los Síndicos y Regidores, se llamarán a sus suplentes respectivos quienes rendirán protesta antes de asumir el cargo y sólo se concederá el permiso con la aprobación de las dos terceras partes de los integrantes del Ayuntamiento.

Al término del plazo de la licencia concedida, el Presidente Municipal, el Síndico o Regidor, deberá integrarse de inmediato a su cargo.

De todos los casos se dará aviso a la Legislatura para su acreditación ante las instancias correspondientes.”

“Artículo 53. Los Regidores son los representantes de la comunidad en el Ayuntamiento con la misión de participar en los eventos del Municipio y proponer el desarrollo municipal, tendrán las siguientes facultades y obligaciones:

[...]

II. Suplir al presidente municipal en sus faltas temporales, en los términos establecidos por esta Ley;

[...].”

Así, a efecto de no convertir cualquier eventual imprecisión que pueda presentar la normativa local en un obstáculo que impida a los órganos señalados en la fracción I del artículo 105 de la Constitución Federal acceder a la justicia, a juicio de este Tribunal Pleno, la conclusión que en el presente caso el Regidor de Hacienda encargado del despacho de los asuntos correspondientes a la Presidencia Municipal puede ejercer la representación jurídica de su Municipio e interponer una controversia constitucional en su nombre ante esta Suprema Corte, no ofrece duda.
Las constancias integradas al expediente en este caso evidencian que el Regidor de Hacienda suscribe la demanda con la intención de defender los intereses de un órgano legitimado en la causa y no los suyos. En efecto, como muestran los documentos integrados al expediente, en la sesión de cabildo del Municipio de la Villa de Zaachila de dos de febrero de dos mil siete se tomaron, entre otros, los siguientes dos acuerdos (fojas 41-45 del expediente):
“ACUERDO No.1

EL H. CABILDO DE LA VILLA DE ZAACHILA EN APEGO A LO ESTABLECIDO POR EL ARTICULO 42 FRACCION II SEGUNDO PARRAFO DE LA LEY MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE OAXACA, A SOLICITUD EXPRESA DE LOS CONCEJALES CC. C.P. TOMAS ELOY CHACON PEREZ, SINDICO MUNICIPAL Y LIC. HUGO MANUEL FELIX VARGAS, REGIDOR DE TURISMO, ACUERDAN AUTORIZAR LICENCIA POR 120 DIAS NATURALES AL CARGO QUE VENIAN DESEMPEÑANDO Y SE LES OTORGA UN PLAZO PERENTORIO DE 4 DIAS NATURALES O SEA EL PROXIMO 6 DE FEBRERO DEL PRESENTE PARA QUE HAGAN LA ENTREGA DE SUS RESPECTIVOS DESPACHOS, DEBIENDO DAR CUENTA DE ELLOS A LA LEGISLATURA DEL ESTADO.”

“ACUERDO No.2

EL H. CABILDO DE LA VILLA DE ZAACHILA ATENDIENDO LOS CRITERIOS SEÑALADOS EN EL ARTICULO 43 DE LA LEY MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE OAXACA Y POR NO EXISTIR UN SEGUNDO SUPLENTE DECLARA TEMPORALMENTE VACANTE EL CARGO DE LA SINDICATURA MUNICIPAL DEBIENDO SOLICITAR ANTE LA LEGISLATURA LOCAL LA RESPECTIVA RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DEL C. GERMAN COACHE SORIANO QUIEN RECHAZO EL CARGO. PARA SUPLIR LA FUNCIONES DE LA SINDICATURA MUNICIPAL SE DETERMINA QUE EL 
C. FRANCISCO GARCIA JUAREZ, ALCALDE MUNICIPAL CON EL APOYO DE LA DIRECCION JURIDICA LLEVEN A CABO LAS FUNCIONES DE LA SINDICATURA MUNICIPAL DURANTE UN PERIODO DE 120 DIAS. DEBIENDO INFORMAR ESTA SITUACION A LA LEGISLATURA LOCAL Y ESPERAR LA RATIFICACION RESPECTIVA.”

En la sesión de cabildo del mismo Municipio del siete de febrero de dos mil siete se acordó, por su parte, lo siguiente (fojas 18-20):
“ACUERDO No. 1.

EL H. CABILDO DE LA VILLA DE ZAACHILA EN APEGO A LO ESTABLECIDO POR EL ARTICULO 42 DE LA LEY MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE OAXACA ACUERDA OTORGAR LICENCIA POR 120 DIAS AL C. JOSE CORONEL MARTINEZ, AL CARGO QUE VENIA DESEMPEÑANDO DE PRESIDENTE MUNICIPAL DE LA VILLA DE ZAACHILA A PARTIR DE ESTA FECHA QUEDANDO COMO ENCARGADO DEL DESPACHO EL REGIDOR DE HACIENDA, C. CATARINO MANUEL CHACON PEREZ.”

Como se desprende de las transcripciones anteriores, en estas dos sesiones el Ayuntamiento de la Villa de Zaachila aprobó, respectivamente, una licencia para el Síndico y otra para el Presidente Municipal, ambas por ciento veinte días.
En estas sesiones también se hizo constar que la plaza del primero quedaba vacante porque los suplentes no aceptaron asumir el cargo del Síndico, y que el Regidor de Hacienda quedaba como encargado del despacho ante la ausencia del Presidente Municipal.
Lo anterior pone de manifiesto que en el Municipio de la Villa de Zaachila están ausentes el Síndico y el Presidente Municipal, y que fue voluntad inequívoca del Ayuntamiento nombrar a un encargado del despacho para sustituir al Presidente Municipal en el ejercicio de sus funciones, y que el designado en el caso fue el Regidor de Hacienda.
De estimar lo contrario, se pugnaría con las reglas legales aplicables y podría paralizar la defensa jurídica de los intereses municipales con efectos irreversibles y muy graves desde la perspectiva de la adecuada preservación de su esfera constitucional de atribuciones.
En este sentido, y atendiendo a que en el presente asunto se combate el Decreto 397 que expidió el Poder Legislativo local, por el cual se declara la desaparición del Ayuntamiento de la Villa de Zaachila, y se faculta al Poder Ejecutivo local para que nombre un administrador municipal, cualquier interrogante debe ser resuelta en favor de la apertura de un proceso constitucional que permitirá dilucidar los méritos de las posiciones de las partes respecto de cuestiones tan centrales y determinantes para el adecuado funcionamiento
de los municipios.
Así, al obrar en autos documentos que acreditan que en sesión de Cabildo de siete de febrero de dos mil siete, se efectuó el nombramiento de quien interpone la controversia a nombre del Municipio de la Villa de Zaachila, y sin que obre en el expediente documento alguno que muestre que este nombramiento ha sido revocado o anulado por la autoridad competente para ello. Lo único relevante en la presente instancia es la existencia de este nombramiento documentalmente respaldado, dato suficiente para avalar la regularidad de la comparecencia del funcionario mencionado en su carácter de Regidor de Hacienda encargado 
del despacho de los asuntos municipales.
En conclusión, y por las razones desarrolladas, este Tribunal Pleno considera que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 11, primer párrafo de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe reconocerse, en principio, la capacidad 
del Regidor de Hacienda del Municipio de la Villa de Zaachila encargado del despacho de los asuntos municipales en sustitución del Presidente Municipal para interponer en nombre del citado Ayuntamiento la presente controversia constitucional, y al Municipio como legitimado, por ser uno de los entes facultados para iniciar este medio de control en términos de la fracción I del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, el criterio sustentado por el este Tribunal Pleno, contenido en la tesis P./J. 33/2003, visible en la página mil doscientos cincuenta y dos, del Tomo XVIII, Agosto de 2003, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro:
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL CONTRA ACTOS QUE DECLARAN DESAPARECIDO UN AYUNTAMIENTO. EL SINDICO O FUNCIONARIO QUE LO REPRESENTABA, TIENE PERSONALIDAD PARA PROMOVERLA.”

En este orden, por las anteriores razones, devienen infundados los argumentos de los Poderes Legislativo y Ejecutivo demandados, en cuanto aducen que el funcionario Municipal que suscribe la demanda y su ampliación carece de legitimación para ello; así como las manifestaciones en el sentido de que el nombramiento del Regidor de Hacienda como encargado del despacho en suplencia del Presidente Municipal es inválido, por haber sido celebrada por una mayoría de concejales suplentes que no acreditaron su aptitud legal para desempeñar las funciones legales que corresponden a los propietarios, puesto que dicho extremo no es susceptible de ser revisado por esta vía, ya que a través de ésta no se puede analizar si las designaciones y nombramientos de los funcionarios que por alguna razón intervienen en el proceso están en todos sus detalles y vertientes apegados a derecho; por tanto, en este aspecto, se dejan a salvo los derechos de las partes para que, de estimarlo conveniente, los hagan valer en la vía y forma que estimen conducente.
QUINTO. Acto continuo, se procede al análisis de la legitimación de la parte demandada, en atención a que ésta es una condición necesaria para la procedencia de la acción, consistente en que dicha parte sea la obligada por la ley para satisfacer la exigencia de la demanda, en caso de que resulte fundada.
En la presente controversia constitucional, las autoridades demandadas lo son los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Oaxaca.
Los artículos 10, fracción II y 11, primer párrafo, de la Ley Reglamentaria de la materia, dicen:
“Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales:…

[...]

II. Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto de la controversia…

[...].”

“Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.

[...].”

De acuerdo con los preceptos transcritos, debe considerarse que los referidos Poderes cuentan con legitimación pasiva para comparecer al presente juicio, toda vez que emitieron los actos cuya invalidez 
se demanda.

Ahora bien, en representación del Congreso del Estado de Oaxaca suscribe la contestación de la demanda Bulmaro Rito Salinas, con el carácter de Presidente de la Gran Comisión de la Quincuagésima Novena Legislatura de la entidad, lo que acreditó con copia fotostática certificada del acta de la sesión ordinaria del primer período ordinario de sesiones correspondiente al primer año de ejercicio legal de la Legislatura, celebrada el dieciocho de noviembre de dos mil cuatro, en la que se aprueba la integración de la Gran Comisión, desprendiéndose que el suscriptor de la contestación tiene el carácter de Presidente de 
la misma (fojas 158-167 del expediente).

Ahora bien, del estudio integral de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Oaxaca y su reglamento, no se desprende quién representa legalmente a dicho Poder; sin embargo, opera en favor del compareciente la presunción de representación, conforme a lo dispuesto en la parte final del artículo 11 de la Ley Reglamentaria de la materia, máxime que no obra en autos prueba en contrario que desvirtúe 
esta presunción.

En este orden, se tiene que el Poder Legislativo del Estado de Oaxaca cuenta con legitimación pasiva para intervenir en este asunto, al haber emitido tanto la ley como el acto impugnados, además de ser uno de los entes reconocidos por la fracción I del artículo 105 de la Constitución Federal.
Luego, en representación del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca compareció Arturo David Vásquez Urdiales, quien se ostentó como Coordinador General de Asuntos Jurídicos de la Gubernatura, personalidad que acredita con la copia del nombramiento expedido a su favor el dieciocho de abril de dos mil seis por el Gobernador del Estado de Oaxaca (foja 116 del expediente).
Para efectos de la representación del Poder Ejecutivo del Estado, el artículo 38 bis de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca dispone:
“Artículo 38 bis. A la Coordinación General de Asuntos Jurídicos corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

[...]

“VI. Representar al Ejecutivo del Estado y promover en las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad en las que éste o la Gubernatura sean parte, en términos de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

En atención al contenido del artículo transcrito, se reconoce la legitimación al servidor público que comparece en representación del Poder Ejecutivo del Estado.
Asimismo, es de señalarse que dicho Poder cuenta con legitimación pasiva para intervenir en este asunto, al haber promulgado tanto la ley como el acto impugnados y por haber realizado actuaciones relativas al cumplimiento del Decreto cuya invalidez se demanda; además de ser uno de los entes reconocidos por la fracción I del artículo 105 de la Constitución Federal.
En esta tesitura, deviene infundado el argumento que hace valer relativo a que los actos cuya invalidez se demanda no corresponden a su esfera de competencia, ya que como se señaló, dicho Poder sí participó en su emisión.
SEXTO. Previamente al estudio de la cuestión fundamental controvertida, se procede al análisis de las restantes causas de improcedencia o motivos de sobreseimiento alegados por las partes en este procedimiento, o las que oficiosamente pueda advertir este Alto Tribunal, por tratarse de una cuestión de orden público.
El Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca señala que debe sobreseerse en la presente controversia constitucional, de conformidad con los artículos 19, fracción II, 20 fracción III, y 21 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 constitucional, “ya que el Municipio actor impugna una norma general”.
Del análisis integral del anterior argumento, así como de los oficios de contestación a la demanda y a su ampliación, se advierte que el Poder demandado aduce medularmente que el presente medio de control es improcedente por las siguientes razones:
a)
Porque se impugna una norma general (supuesto regulado por la fracción II, del artículo 19 de la ley de la materia, según el propio demandado)
b)
Porque no existen los actos que el Municipio actor impugna, al no aportar las constancias relativas para demostrar la existencia de los hechos que narra en su demanda ni aporta pruebas para acreditar los agravios cometidos en su contra (supuesto regulado por la fracción III, del artículo 20 de la ley de la materia).
c)
Porque la demanda fue presentada en forma extemporánea (supuesto regulado por el artículo 21 de la ley de la materia).
Así, a efecto de analizar si se actualizan los anteriores motivos de improcedencia y sobreseimiento hechos valer, se debe tener en cuenta lo siguiente:
Respecto del argumento señalado con el inciso a), debe señalarse que el Poder Ejecutivo demandado pretende derivar la improcedencia de la presente controversia constitucional de la fracción II, del artículo 19 de la Ley de la materia que señala:
“Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes:

[...]

…II.
Contra normas generales o actos en materia electoral;

[...].”

En efecto, la autoridad demandada considera que esta causa de improcedencia implica los siguientes supuestos:
a)
La controversia constitucional es improcedente en contra de normas generales (en sentido amplio) y,
b)
La controversia constitucional es improcedente contra actos en materia electoral.
La anterior interpretación es errónea, puesto que el artículo 105, fracción I, primer párrafo, de la Constitución Federal establece:
"Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral y a lo establecido en el artículo 46 de esta Constitución, se susciten entre:

[...]."

De este numeral fundamental se advierte que la controversia constitucional no puede plantearse sobre aspectos que versen sobre la materia electoral, así, la fracción II, del artículo 19 de la Ley de la materia, acorde con dicha disposición fundamental, prevé como causa de improcedencia la promoción de dicho medio en contra tanto de normas generales como de actos en materia electoral.
En este orden, contrario a lo argumentado, la indicada fracción, no implica que en las controversias constitucionales no sea posible impugnar normas generales, sino que dicho numeral únicamente limita la promoción respecto de aquellas que tengan contenido electoral.
Por tanto, no se actualiza el motivo de improcedencia hecho valer.
En cuanto al argumento en el que se aduce que no existen los actos que el Municipio actor impugna y que no aporta elementos para evidenciar su existencia, debe desestimarse puesto que como quedó acreditado en el Considerando Segundo de esta resolución tanto las normas generales impugnadas como su acto de aplicación quedaron plenamente demostrados durante la secuela procesal.
De igual forma, el argumento de que la controversia constitucional fue presentada fuera del plazo que al efecto prevé el artículo 21 de la Ley de la materia, no se actualiza, por virtud de que como quedó establecido en el Considerando Tercero de esta ejecutoria, tanto la demanda inicial como su ampliación, fueron presentadas dentro del plazo a que se refiere la fracción II, del citado precepto legal, ya que se combatió una norma de carácter general con motivo de su primer acto de aplicación; además de que, no debe perderse de vista que en el Considerando Tercero de esta ejecutoria, se decretó el sobreseimiento de la controversia constitucional respecto de diversos artículos de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, al no haberse aplicado en el acto impugnado, de ahí que su presentación, efectivamente, resultara extemporánea.
Por idénticas razones, resulta infundado el argumento de improcedencia hecho valer por el Poder Legislativo del Estado de Oaxaca, en el que también aduce que la presente controversia constitucional fue promovida extemporáneamente.
También el propio Poder Legislativo local aduce que este asunto es improcedente por obscuridad de la demanda y que lo que debió haberse promovido era una acción de inconstitucionalidad y no una controversia constitucional puesto que se combate una norma de carácter general.
No se actualiza el anterior argumento de improcedencia en atención a que, por un lado, la obscuridad de la demanda de controversia constitucional no es un motivo que dé lugar a declararla improcedente, máxime que en este tipo de procedimientos, cuya finalidad es resguardar el orden constitucional, opera una amplia suplencia de la demanda, por lo que sólo basta que se indique con toda claridad la causa de pedir, esto es, en qué forma el acto o norma que se impugne se considera contrario al texto de la Norma Fundamental, para que este Alto Tribunal esté en aptitud de pronunciarse al respecto.
Al efecto, resulta aplicable la tesis de este Tribunal Pleno, número P./J. 135/2005, publicada en el Tomo XXII, Octubre de dos mil cinco, página dos mil sesenta y dos, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro:
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PARA QUE SE ESTUDIE LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA O ACTO BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA LA CAUSA DE PEDIR.”

Por otro lado, es de señalarse que si bien, a través de la vía de acción de inconstitucionalidad se puede solicitar la declaración de invalidez de normas de carácter general, también lo es que, el ejercicio de dicho medio de control está reservado exclusivamente a los sujetos legitimados a que se refiere la fracción II, del artículo 105 de la Constitución Federal, entre los que no se ubican los Municipios que integran las entidades federativas; en esta medida, el sistema de control constitucional mexicano instituye, en la fracción I, del indicado precepto fundamental, la vía de controversia constitucional, a través de la cual una serie de entes públicos, entre los que se ubican los Municipios, pueden solicitar la declaración de inconstitucionalidad de normas generales.
Al efecto, resulta ilustrativa la Tesis P./J. 71/2000, sustentada por este Pleno, visible en la página novecientos sesenta y cinco, del Tomo XII, Agosto de dos mil, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro:
“CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES Y ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD. DIFERENCIAS ENTRE AMBOS MEDIOS DE CONTROL CONSTITUCIONAL.”

Por tanto, contrario a lo aducido por el Poder Legislativo local, la presente vía constitucional es la idónea para que el Municipio actor pueda solicitar a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la declaración de invalidez de una norma general, máxime que, como ya se señaló, dicha declaración se solicita con motivo 
de su primer acto de aplicación.
Finalmente, los Poderes demandados aducen que el Municipio actor carece de acción y derecho para iniciar esta controversia constitucional porque los actos cuya invalidez se demanda no le generan afectación en su esfera jurídica, ya que a la fecha de su promoción, el Ayuntamiento de la Villa de Zaachila ya estaba desintegrado por virtud de haberse decretado su desaparición derivado de la renuncia de la mayoría de sus miembros y de que sus suplentes se habían negado a asumir el cargo.
Los motivos de improcedencia aducidos deben desestimarse.
En efecto, para dilucidar si los actos cuya invalidez se demanda en esta vía afectan o no la esfera jurídica del Municipio actor es necesario analizar dichas cuestiones, las cuales están íntimamente vinculadas con el fondo del asunto.
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis del Tribunal Pleno número P./J. 92/99, publicada en el tomo X, septiembre de mil novecientos noventa y nueve, página setecientos diez del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo rubro es el siguiente:
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERA DESESTIMARSE.”

Al no actualizarse un motivo de improcedencia diverso a los ya analizados, se procede al análisis de la cuestión de fondo debatida.
SEPTIMO. Previamente, debe señalarse que atendiendo a la conclusión arribada en el Considerando Segundo, son materia de la presente resolución, los artículos 86, fracción I, 87, en la porción normativa que dice “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”, 88 y 93 de Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, así como su acto de aplicación, consistente en el Decreto 397 del Congreso del Estado de Oaxaca, publicado el viernes dieciséis de febrero de dos mil siete en el Periódico Oficial de la entidad federativa, a través del cual se declaró la desaparición del Ayuntamiento actor y se facultó al Poder Ejecutivo local a designar un administrador Municipal.
En este orden, por razón de método, se procederá en primer término a analizar los conceptos de invalidez hechos valer por la parte actora tendentes a demostrar la inconstitucionalidad de las normas generales impugnadas, las cuales establecen lo siguiente:
"Artículo 86. Son causas graves para la desaparición de un ayuntamiento:
I. Cuando sea imposible el funcionamiento, por falta absoluta de la mayoría de sus integrantes, si no existen suplentes que puedan integrarlo, cualquiera que fueren las causas que motiven dicha falta;
[...]."
"Artículo 87. La Legislatura del Estado desde el momento en que se dé inicio al procedimiento de desaparición de un ayuntamiento y hasta en tanto no se emita la resolución correspondiente, podrá decretar por acuerdo de las dos terceras partes de la totalidad de sus integrantes ante una situación de violencia grave, un vacío de autoridad o un estado de ingobernabilidad; la suspensión provisional del ayuntamiento, pudiendo entretanto nombrar de entre los vecinos del municipio a un Consejo (sic) Municipal o facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal, cualquiera de estos dos casos, la autoridad provisional ejercerá sus funciones hasta que se resuelva en definitiva."
"Artículo 88. Cuando se declare la desaparición de un Ayuntamiento, la Legislatura del Estado procederá de inmediato a designar de entre los vecinos del municipio respectivo, a los integrantes de un Consejo (sic) Municipal los que deberán reunir los mismos requisitos exigidos para ser concejal, quienes concluirán el periodo de ejercicio respectivo."
"Artículo 93. Compete exclusivamente a la Legislatura del Estado, declarar la suspensión o desaparición de un Ayuntamiento, y la suspensión o revocación del mandato de uno o más de sus integrantes.
La solicitud para que la Legislatura Local, conozca de estos asuntos podrá ser formulada por el Ejecutivo del Estado, por los Legisladores Locales, por los integrantes del Ayuntamiento respectivo o por los ciudadanos vecinos del municipio.
El escrito de solicitud deberá presentarse ante la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, y deberá contar por lo menos con los siguientes requisitos:
I. Nombre y domicilio de los solicitantes;
II. Tratándose de particulares, deberán acreditar su vecindad;
III. Nombre, domicilio y cargo que desempeñe en el ayuntamiento, la persona o personas en contra de las cuales se dirige la pretensión;
IV. El o los actos en que se funde la solicitud; y
V. Las pruebas que sirvan de base a la petición."
Del análisis integral de la demanda y su correspondiente ampliación se tiene que el Municipio actor solicita la declaración de invalidez de los artículos 86, fracción I, 87, en la porción normativa que dice “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”, 88 y 93 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, en cuanto considera que con su texto se propicia que se violente su integración, lo cual contraviene lo dispuesto por el artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal.
El precepto fundamental aludido prevé:
“Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes:

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.

Los presidentes municipales, regidores y síndicos de los Ayuntamientos, electos popularmente por elección directa, no podrán ser electos para el período inmediato. Las personas que por elección indirecta, o por nombramiento o designación de alguna autoridad desempeñen las funciones propias de esos cargos, cualquiera que sea la denominación que se les dé, no podrán ser electas para el período inmediato. Todos los funcionarios antes mencionados, cuando tengan el carácter de propietarios, no podrán ser electos para el período inmediato con el carácter de suplentes, pero los que tengan el carácter de suplentes sí podrán ser electos para el período inmediato como propietarios a menos que hayan estado en ejercicio.

Las legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán suspender Ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las pruebas y hacer los alegatos que a su juicio convengan.

Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley.

En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, las legislaturas de los Estados designarán de entre los vecinos a los concejos municipales que concluirán los períodos respectivos; estos concejos estarán integrados por el número de miembros que determine la ley, quienes deberán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores;

[...].”

La actora no ha demostrado que los preceptos de la Ley Municipal cuya invalidez demanda sean inconstitucionales.
El artículo 86, fracción I, de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, al establecer como causa grave para declarar la desaparición de un Ayuntamiento en la entidad, el que se dé una falta absoluta de la mayoría de los integrantes del Ayuntamiento y la inexistencia de suplentes para conformarlo, con independencia de las causas que originen la falta, no resulta violatorio de la fracción I del artículo 115 de la Constitución Federal, ya que dicho precepto fundamental deja a la legislación local el establecimiento de las causas graves que originen la desaparición de un Ayuntamiento, en la que se consideró que la mencionada falta origina una imposibilidad para que el órgano de gobierno municipal funcione adecuadamente.
De igual forma, el artículo 88 de la Ley impugnada en nada infringe el artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal, por el contrario, su redacción es apegada al texto de su último párrafo, puesto que ambos preceptos establecen que en caso de que la Legislatura local, previos los requisitos constitucionales y legales haya decretado la desaparición de un Ayuntamiento, debe designar un Concejo Municipal de entre los vecinos del Municipio para hacerse cargo del gobierno municipal; a igual conclusión debe arribarse respecto del precepto 93, ya que éste reitera, por un lado, la facultad del Poder Legislativo local para declarar la desaparición de un Ayuntamiento y, por otro, señala los sujetos legitimados para solicitarla, así como los requisitos que deberá contener dicha petición.
Asimismo, el contenido del artículo 87 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca, en la porción normativa que dice “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”, tampoco es contrario a la Norma Suprema, por las siguientes razones:
Como ha quedado apuntado, el artículo 115, fracción I, párrafo tercero, de la Norma Suprema, prevé que:
“[…] Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las pruebas y hacerlos (sic) alegatos que a su juicio convengan […].”
De la demanda se desprende, como causa de pedir, que la actora alega que el artículo 87 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca, al no contemplar la posibilidad de que, previamente a que se decrete el inicio del procedimiento de desaparición de un ayuntamiento y se dicten las medidas provisionales respectivas, se otorgue al afectado la garantía de audiencia relativa, dicha disposición secundaria contraviene el articulo 115, fracción I, párrafo tercero de la Carta Magna.
Contrariamente a lo afirmado por la parte actora, este Alto Tribunal encuentra que la Ley Municipal del Estado de Oaxaca no es inconstitucional porque no establezca la garantía de previa audiencia en favor de los integrantes del ayuntamiento ausentes, ya que en casos como el que se analiza, en los que la desaparición del ayuntamiento opera por efecto de que la mayoría de sus integrantes, propietarios y suplentes, han dejado de fungir como tales, tal audiencia no resultaría posible concederla si los que han de ser escuchados son precisamente quienes, por virtud del abandono del cargo, propiciaron la desaparición material 
del ayuntamiento.
En efecto, en el supuesto previsto en la fracción I del artículo 86 de la Ley Municipal del Estado de Oaxaca, en el que el gobierno municipal ha dejado de actuar porque quienes son depositarios de las tareas políticas y administrativas del mismo ya no concurren a su funcionalidad, el artículo 87 reclamado permite al Congreso del Estado de Oaxaca “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”, sin que sea necesario, en tal supuesto, escuchar a quienes, por la razón que fuera, han abandonado los cargos para los cuales fueron nombrados, pues una vez que ha sido constatada su ausencia o su negativa para incorporarse al ayuntamiento respectivo, carece de sentido que se les brinde la oportunidad de ser oídos, ya que la sola circunstancia de que ya no comparezcan a desempeñar sus labores, por sí misma revela su desinterés o incapacidad para continuar desempeñándose en la encomienda para la que fueron electos, y sería ocioso conocer las razones de tal proceder porque, cualquiera que fuera el motivo, lo cierto es que ya no desean mantenerse en funciones y lo importante, ante este escenario, es mantener la gobernabilidad del municipio a través de la designación de una autoridad emergente.
La necesidad de escuchar al ayuntamiento cuando se pretende afectar su integración se hace exigible cuando quienes lo componen aspiran a mantener el derecho que les asiste por haber sido votados para ocupar los cargos de los cuales se les pretenda privar; pero si éstos no muestran apego a los mismos, sino que por el contrario, dejan de asistir a sus labores, es lógico que en tal evento a ningún fin práctico conduciría instaurar un procedimiento que permitiera saber cuáles fueron las razones que los orillaron a ello, toda vez que mientras se les pretendiera escuchar, la municipalidad quedaría a expensas de una situación de ingobernabilidad por carecer de autoridades constituidas, que es precisamente lo que se pretende evitar.
Consecuentemente, la norma legal en la que implícitamente se apoyó el Congreso demandado para “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”, no infringe la garantía de audiencia como señala la parte actora, en tanto que si no existe la voluntad de la mayoría los integrantes para responder al voto de la ciudadanía, dicho cuerpo legislativo no tiene porqué tutelar un derecho al cual la mayoría de los propios munícipes han renunciado, sino que, en lugar de ello, resulta a todas luces preferente reconducir ese estado de cosas a la generación de las instituciones municipales, pues en este caso proporcionar tal audiencia significaría retrasar la satisfacción de las necesidades de la población.
Consecuentemente, lo procedente es reconocer la validez de los artículos 86, fracción I, 87, en la porción normativa que dice “...facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal,...”, 88 y 93, de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca.
OCTAVO. Toca examinar el Decreto 397 emitido por el Poder Legislativo del Estado de Oaxaca, por el que se declaró la desaparición del Ayuntamiento actor y facultó al Ejecutivo Estatal para que nombrara un administrador municipal.
La parte actora aduce, en esencia, que el referido Decreto es inconstitucional, toda vez que la suspensión provisional y la desaparición del Ayuntamiento afecta la posición constitucional del Municipio, en aspectos estrechamente vinculados a su legitimidad democrática; su autonomía política; así como a diversos principios constitucionales aplicables a dichos entes públicos (garantías de audiencia y legalidad).
Es verdad que —de no actualizarse un verdadero vacío de autoridad en el ámbito municipal— las medidas de suspensión provisional y de desaparición del Ayuntamiento por parte de la Legislatura Local podrían poner en tela de juicio las garantías constitucionales reconocidas a favor del Municipio.
Este Alto Tribunal encuentra, sin embargo, que la parte actora parte de una premisa inexacta para fundar sus alegaciones.
Concretamente, la parte actora parte de la premisa inexacta consistente en que existe actualmente un Ayuntamiento legal y constitucionalmente integrado, que se pretende suspender y/o desaparecer.
Esta Suprema Corte de Justicia observa de los antecedentes que obran en autos y de la propia manera en que se ha presentado la demanda de controversia constitucional, que es manifiesta la existencia de un vacío de autoridad dentro del Municipio.
En los tiempos en que la presente controversia constitucional se resuelve, la propia actora ha reconocido que —salvo algún caso aislado— se ha generado una patente desintegración de las autoridades legitimadas por el voto público y/o designadas legalmente para representar democráticamente a la comunidad dentro 
del Municipio.
Es por ello que la presente controversia constitucional ha tenido que presentarse por el Regidor de Hacienda, encargado del despacho de la Presidencia del Municipio de la Villa de Zaachila, Estado de Oaxaca. De ahí que ni el Síndico ni el Presidente Municipal suscribieron la demanda, quienes eran, en todo caso, los sujetos legalmente facultados para hacerlo.
Por tanto, desde el punto de vista lógico es innecesario otorgar garantía de audiencia a un ente que, por voluntad de sus propios integrantes, al día de hoy está completamente desintegrado.
Al respecto, debe destacarse que la mayoría de los integrantes del ayuntamiento electos han renunciado y los suplentes se han negado a ocupar el cargo.
En ese orden de ideas, este Alto Tribunal observa que no es posible examinar si se han violado o no las garantías constitucionales de un Municipio que, por causa de una serie de hechos y de la voluntad de sus propios integrantes, quedó prácticamente disuelto.
Máxime que la declaratoria de desaparición del Ayuntamiento en estos casos se hace indispensable a fin de que una minoría del ayuntamiento, e incluso un sólo individuo, no siga tomando decisiones mientras se le otorga la audiencia para demostrar, simplemente, que ya no hay quien integre el órgano de 
gobierno municipal.
En consecuencia, debe declararse la validez del Decreto 397 emitido por el Poder Legislativo del Estado de Oaxaca, por el que decretó la desaparición del Ayuntamiento actor y facultó al Ejecutivo Estatal para que nombrara un administrador municipal.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:
PRIMERO. Es parcialmente procedente pero infundada la presente controversia constitucional.
SEGUNDO. Se sobresee en la presente controversia constitucional respecto de los artículos 86, fracciones II a X, 89, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca.
TERCERO. Se reconoce la validez de los artículos 86, fracción I, 87, 88 y 93 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, así como del Decreto 397, expedido por el Poder Legislativo del Estado de Oaxaca el dieciséis de febrero de dos mil siete.
CUARTO. Publíquese la presente resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Oaxaca y en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.
Así lo resolvió el Tribunal Pleno de la siguiente manera:
a) Una mayoría de seis votos de los señores Ministros, Aguirre Anguiano, Luna Ramos, Franco González Salas, Azuela Güitrón, Silva Meza, y Presidente Ortiz Mayagoitia, votaron por declarar que la controversia constitucional es parcialmente procedente pero infundada; los señores Ministros Cossío Díaz, Gudiño Pelayo, Valls Hernández y Sánchez Cordero de García Villegas votaron en el sentido que dicha controversia es parcialmente procedente y parcialmente fundada.
b) Los diez señores Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Gudiño Pelayo, Azuela Güitrón, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia, votaron a favor del resolutivo segundo.

c) Los diez señores Ministros Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Gudiño Pelayo, Azuela Güitrón, Valls Hernández, Sánchez Cordero de García Villegas, Silva Meza y Presidente Ortiz Mayagoitia, votaron a favor de la validez de los artículos 86, fracción I, 88 y 93 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca.

d) Una mayoría de seis votos de los señores Ministros, Aguirre Anguiano, Luna Ramos, Franco González Salas, Azuela Güitrón, Silva Meza, y Presidente Ortiz Mayagoitia, votaron por reconocer la validez del artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca; los señores Ministros Cossío Díaz, Gudiño Pelayo, Valls Hernández y Sánchez Cordero de García Villegas votaron en contra y por declarar la invalidez de 
dicho artículo;

e) Una mayoría de ocho votos de los señores Ministros, Aguirre Anguiano, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Gudiño Pelayo, Silva Meza, Azuela Güitrón y Presidente Ortiz Mayagoitia, votaron por reconocer la validez del Decreto 397 expedido por el Poder Legislativo del Estado de Oaxaca el dieciséis de febrero de dos mil siete; los señores Valls Hernández y Sánchez Cordero de García Villegas votaron en contra y por declarar la invalidez de dicho Decreto.

A sugerencia del señor Ministro Presidente Ortiz Mayagoitia, el Tribunal Pleno encargó a la señora Ministra Luna Ramos la elaboración del engrose correspondiente.

Firman el Ministro Presidente, la Ministra encargada del engrose y el Secretario General de Acuerdos, licenciado José Javier Aguilar Domínguez, que autoriza y da fe.
El Ministro Presidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia.- Rúbrica.- La Ministra Encargada del Engrose: Margarita Beatriz Luna Ramos.- Rúbrica.- El Secretario General de Acuerdos: José Javier Aguilar Domínguez.- Rúbrica.
VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JOSE RAMON COSSIO DIAZ EN RELACION CON LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 23/2007 PROMOVIDA POR EL MUNICIPIO DE VILLA DE ZAACHILA, ESTADO DE OAXACA

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión celebrada el seis de diciembre de dos mil siete, resolvió por mayoría de seis votos1 la Controversia Constitucional 23/2007, en la que el Municipio actor, La Villa de Zaachila, impugnó diversas normas y actos alegando esencialmente que se había vulnerado el derecho constitucional de audiencia de los integrantes de dicho Ayuntamiento.
La solución consistió en declarar infundados sus argumentos y, por tanto, declarar la validez de los artículos reclamados de la ley impugnada, así como del decreto por el que se declaró la desaparición 
del ayuntamiento.
Aunque comparto el argumento central del fallo en cuanto a que no se vulnera el derecho fundamental de audiencia del promovente, considero importante señalar algunos argumentos en relación con la constitucionalidad de diversos preceptos de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca.
Para exponer lo anterior, relataré los antecedentes del asunto, estableceré el planteamiento del problema a resolver, presentaré los argumentos centrales del fallo y, demostraré que, a mi juicio, se debió declarar la inconstitucionalidad del artículo 87 de la ley antes apuntada que prevé la suspensión provisional del Ayuntamiento desde el momento en que se dé inicio a su procedimiento en la Legislatura del Estado.
I. Antecedentes del caso.

1. El Municipio de La Villa de Zaachila, Oaxaca, promovió una Controversia Constitucional en contra del Congreso de dicho Estado alegando que debía declararse la invalidez de los artículos 86, fracción I, 87, 88, 89, 93, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 101 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca y del decreto de la Legislatura local por el que se declara su desaparición, sustentado en la violación de su garantía de audiencia a que se refiere la fracción I del artículo 115 de la Constitución Federal, para los casos en que las Legislaturas locales decidan desaparecer a un Ayuntamiento y que, por lo tanto, se conculcó su derecho al no llamársele a dicho procedimiento legal.
2. Lo anterior, en el sentido de preservar a las instituciones municipales de intervenciones ajenas y del principio de respeto a la continuidad en el ejercicio de funciones del Ayuntamiento y de su integración, en aras de un principio de seguridad jurídica que permita hacer efectiva su autonomía política.
3. Por ello, el municipio actor solicitó la invalidez de las disposiciones y del dictamen referidos por la falta de notificación y emplazamiento, bajo el argumento de un completo estado de indefensión.
II. Planteamiento del Problema

La cuestión a resolver por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia consistía en determinar si, con la aplicación de los diversos artículos de la ley impugnada a través del decreto emitido por la Legislatura del Estado, se vulneró o no el derecho fundamental de audiencia del Municipio actor al declararse la desaparición de su Ayuntamiento.
III. Argumentos centrales del fallo

1. El Pleno estimó infundada la presente Controversia Constitucional y por tanto válidas las disposiciones impugnadas como el decreto emitido por la Legislatura Local, en razón de que se probó en autos que sólo uno de los siete funcionarios que integran el Ayuntamiento se encontraba en ejercicio y que ello obedeció a la presentación de renuncia y licencias indefinidas de los faltantes para seguir ocupando dicho cargo y por la negativa de los suplentes a reemplazarlos2.
2. En este mismo sentido, la mayoría del Pleno de la Suprema Corte consideró que fue correcta la determinación del Congreso del Estado que decretó la desaparición del Ayuntamiento y facultó al Ejecutivo a nombrar un administrador municipal, pues al ser el Ayuntamiento un Cuerpo Colegiado compuesto de un número determinado de funcionarios (siete requeridos y cuatro como mínimo para funcionar en este caso), tal característica perdía sentido al haber quedado sólo uno de los funcionarios electos popularmente para desempeñar el cargo de concejal propietario —mismo que es el promovente de la presente controversia constitucional—. Los demás funcionarios municipales manifestaron su voluntad de no integrarse 
al Ayuntamiento.
3. Con base en lo anterior y considerando que no había quién desempeñase las funciones en el Cabildo Municipal, se estimó que a nadie podía dársele el derecho de audiencia y, por tanto, se concluyó que no se violó ese derecho en perjuicio del promovente.
IV. Razones del disenso.

Comparto la resolución de la mayoría en el sentido de que no se transgrede el derecho fundamental de audiencia previsto para los Ayuntamientos en ciertos supuestos, los cuales a mi parecer no se actualizan en el presente caso; sin embargo, disiento del criterio mayoritario que declaró constitucional el artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, que prevé la suspensión provisional del Ayuntamiento para el caso en que se dé inicio al procedimiento de desaparición del mismo por presentarse una situación de violencia grave, un vacío de autoridad o un estado de ingobernabilidad.
1. Sobre la garantía de audiencia.
En primer lugar, estimo necesario diferenciar los supuestos de desaparición y suspensión del Ayuntamiento, renuncia de sus propietarios y el derecho de audiencia que se desprenden de los párrafos tercero y quinto de la fracción I del artículo 115 de la Constitución Federal, pues generan condiciones de aplicabilidad distinta. El párrafo tercero de dicha fracción señala:
“Artículo 115. (…)

I. (…)

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir las pruebas y hacerlos (sic) alegatos que a su juicio convengan.”
De lo anterior se desprenden supuestos de suspensión o de desaparición de los Ayuntamientos por alguna causa grave prevista en la ley (la cual se reserva para cada Estado), y con un determinado procedimiento en el se confiere un derecho de audiencia —con todo lo que ello implica— a los miembros de dicha corporación.
Con base en lo anterior, el artículo 86 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca establece las causas graves para la desaparición de un Ayuntamiento:
“I.- Cuando sea imposible el funcionamiento, por falta absoluta de la mayoría de sus integrantes, si no existen suplentes que puedan integrarlo, cualquiera que fueren las causas que motiven 
dicha falta;

II.- La violación reiterada por parte del Ayuntamiento, de las garantías individuales y sociales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Local;

III.- La promoción o adopción que realice un Ayuntamiento, de formas de gobierno u organización política, distintas a las establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución del Estado;

IV.- Los conflictos reiterados que se susciten entre la mayoría o totalidad de los integrantes de un Ayuntamiento, o entre éste y la comunidad, y que hagan imposible el cumplimiento de los fines o el ejercicio de las funciones a cargo del Ayuntamiento;
V.- La violación que efectúe el Ayuntamiento a las normas jurídicas que rigen los procesos electorales;

VI.- La repetida alteración por parte del Ayuntamiento a la Ley de Ingresos, al Presupuesto de Egresos, o a los planes y programas de desarrollo municipal, que importen un perjuicio a los habitantes del municipio;

VII.- La disposición de bienes pertenecientes al patrimonio municipal que ordene el Ayuntamiento, sin sujetarse a las disposiciones previstas en la presente Ley;

VIII.- Cuando el ayuntamiento permita que extranjeros se inmiscuyan en asuntos internos del Estado o de los municipios;

IX.- La falta de comprobación y aplicación correcta de los recursos que integran la Hacienda Pública Municipal, en términos de lo dispuesto en la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda y demás disposiciones aplicables; y

X.- Por abandono del ejercicio de sus funciones.”
Por otro lado, el párrafo quinto de la fracción I del artículo 115 de la Constitución Federal establece lo siguiente:
“Artículo 115. (…)

I. (…)

En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, las legislaturas de los Estados designarán de entre los vecinos a los Concejos Municipales que concluirán los períodos respectivos; estos Concejos estarán integrados por el número de miembros que determine la ley, quienes deberán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores.”
Como puede verse, de la norma anterior se derivan dos supuestos: a) la declaración de desaparición del Ayuntamiento, es decir, cuando se actualice uno de los supuestos mencionados en el artículo 86 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca y, b) renuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros.
Es claro que los párrafos transcritos generan un supuesto idéntico —la restitución de funcionamiento del Ayuntamiento—; sin embargo, ello como resultado de dos causas distintas. En efecto, el artículo 86 de la ley impugnada prevé las causas para la desaparición de un Ayuntamiento, entre ellas el imposible funcionamiento por falta absoluta de la mayoría de los integrantes, pero sin el señalamiento de la condición de renuncia.
En el caso de la “declaración de desaparición del Ayuntamiento”, es cierto que se debe otorgar audiencia y el debido procedimiento que ello requiere a aquellos que componen el órgano; sin embargo, si los miembros de tal corporación renuncian en su totalidad o bien se encuentran en un misma condición por ausentarse por tiempo indefinido y con la imposibilidad de ser restituidos —por la negativa de los suplentes a hacerlo—, no puede darse tal derecho fundamental, pues hay un rechazo a todas aquellas garantías y derechos tutelados desde un principio con la misma negativa a seguir en sus funciones.
Por ese motivo, estimo necesario precisar que en el caso, el derecho constitucional de audiencia previsto para los ayuntamientos en el supuesto de desaparición, declarado por el congreso estatal, no se vulnera, ello en razón de que el ejercicio del derecho fundamental de poder ser oído antes de la toma de una decisión jurídica —a través de una declaración previa—, se interrumpe y pierde su objeto cuando se renuncia a él.
2. Inconstitucionalidad del artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca.

El artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca prevé que para el caso en que se presente una situación de violencia grave, un vacío de autoridad o un estado de ingobernabilidad en el ayuntamiento, la Legislatura del Estado podrá decretar —desde el momento en que se dé inicio a dicho procedimiento—, por acuerdo de las dos terceras partes de la totalidad de sus integrantes, la suspensión provisional del ayuntamiento, pudiendo entretanto nombrar de entre los vecinos del municipio a un Concejo Municipal o bien, facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal; y que dicha autoridad ejercerá sus funciones hasta en tanto se resuelva en definitiva tal proceso.
El artículo 87 al que se hace referencia en el párrafo anterior señala lo siguiente (énfasis añadido):
“Artículo 87.- La Legislatura del Estado desde el momento en que se dé inicio al procedimiento de desaparición de un ayuntamiento y hasta en tanto no se emita la resolución correspondiente, podrá decretar por acuerdo de las dos terceras partes de la totalidad de sus integrantes ante una situación de violencia grave, un vacío de autoridad o un estado de ingobernabilidad; la suspensión provisional del ayuntamiento, pudiendo entretanto nombrar de entre los vecinos del municipio a un Consejo (sic) Municipal o facultar al ejecutivo para designar a un administrador encargado de la administración municipal, cualquiera de estos dos casos, la autoridad provisional ejercerá sus funciones hasta que se resuelva en definitiva.”
Considero que la figura de suspensión provisional del Ayuntamiento desde el momento en que se inicie el procedimiento de desaparición —y no hasta su conclusión— es inconstitucional, pues el hecho de eliminar al órgano encargado de administrar un municipio —o bien a sus miembros— a través de una suspensión, en tanto no se emita una resolución correspondiente, contraría la voluntad popular causando una afectación al ente municipal.
En efecto, estimo contrario a la Constitución el precepto antes apuntado pues revoca las funciones del Ayuntamiento —institución constitucional encargada de la administración municipal y compuesta por representantes democráticamente electos—, y deja al municipio en un estado de inseguridad jurídica con el solo inicio del procedimiento de su desaparición por alguna situación de violencia grave o por un estado de ingobernabilidad, vulnerando el principio fundamental de autonomía política y —en este caso sí aplicable— el derecho constitucional de audiencia.
Lo anterior porque no puede interrumpirse la continuidad del ejercicio de las funciones de dicho órgano, con el sólo inicio de un procedimiento en el cual se deliberará sobre si deberá continuar su funcionamiento o no. Es obligación constitucional de la legislatura brindar oportunidad de presentación de pruebas, alegatos y demás manifestaciones que se incluyen en el derecho de audiencia —como se señala en el tercer párrafo del artículo 115 de la Constitución Política ya apuntado—, para poder declarar que ha desaparecido 
un Ayuntamiento.
De ahí que el artículo 87 de la Ley Municipal para el Estado de Oaxaca, al no prever el derecho fundamental de audiencia previo a la declaración de suspensión de un Ayuntamiento —que lleva a cabo su consumación en el mismo inicio de su procedimiento—, deviene inconstitucional, pues es omiso sobre el debido proceso legal para los ayuntamientos que se establece en la Constitución.
Por lo tanto considero que en el caso en que se declare como desaparecido el Ayuntamiento por alguna causa grave —y no por renuncia— que señala el artículo 86, en esos casos sí debe haber derecho de audiencia —que se prevé en el artículo 115, párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos— para los miembros que conforman el órgano de administración municipal.
El Ministro José Ramón Cossío Díaz.- Rúbrica.
EL CIUDADANO LICENCIADO JOSE JAVIER AGUILAR DOMINGUEZ, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION, CERTIFICA: Que esta fotocopia constante de cincuenta y cinco fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con su original que corresponde a la sentencia de seis de diciembre de dos mil siete dictada en la controversia constitucional 23/2007, promovida por el Municipio de la Villa de Zaachila, Estado de Oaxaca, en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo de la entidad, y al voto particular que formula el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz. Se certifica para su publicación en el Diario Oficial de la Federación, en cumplimiento a lo ordenado por el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en el Cuarto Resolutivo de dicha sentencia.- México, Distrito Federal, a catorce de julio de dos mil ocho.- Rúbrica.
1 Ministros disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo, Sergio Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero y José Ramón �Cossío Díaz.


2 Cinco de los siete propietarios del Ayuntamiento presentaron una licencia por tiempo indefinido y únicamente el Presidente Municipal presentó su renuncia expresa. Lo anterior por “no estar en estado de poder prestar sus servicios por los problemas que existen”, ello en razón a los hechos suscitados en el interior del Ayuntamiento de Zaachila, como la toma del Palacio Municipal por la APPO y el traslado del despacho del presidente municipal y del Ayuntamiento. 





